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INTRODUCCION 

El estudio del Derecho de Asilo - su teoría y su -

práctica - continaa siendo una cuestión de gran actual! 

dad, tanto más controvertida y más actual, cuanto más -

agudos y complejos se han hecho con el tiempo los pro-­

blemas que le dieron origen. 

La intensidad y la persistencia misma de los ata-­

ques a que ha sido sometido el asilo primero y el Dere­

cho de Asilo despuás, constituye el mejor testimonio, -

de la validez de este derecho y de la vitalidad del - -

principio de 11 defensa del ser humano". Esa persisten-­

cia es lo que prueba que el Derecho de Asilo no es, co­

mo pretenden algunos de sus impugnadores, el producto -

de una eventualidad histórica, y menos el resultado me­

cánico de un jeugo de opiniones más o menos inspiradas_ 

en un sentimiento de bondad hacia el ser humano que es_ 

víctima de una persecución injusta, sino más bien el r~ 

flejo historicamenta necesario de una realidad social -

en constante movimiento, reflejo que adquiere juricidad 

a medida que la sociedad se va percatando del carácter_ 

inexorable de su condición cambiante. Y así vemos que_ 

cuanto más agitada y convulsiva es la vida social y po­

lítica de los pueblos en proceso de crecimiento, tanto_ 

más perentorialmente surge la necesidad para el hombre_ 

político de un minimo de seguridades personales y de -­

garantías legales que lo inmunicen contra las consecuen 

cias, justas o no, de la expresi6n de sus ideas políti­

cas. 
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M~xico, ha demostrado a través de sus institucio-­

nes y de sus internacionalistas más eminentes, una par­

ticular inclinaci6n en favor de los Derechos Humanos y_ 

por consiguiente al Derecho de Asilo. 

Tan noble y poderoso es el Asilo que es a nuestro 

parecer la mejor arma contra las violaciones a los más 

elementales Derechos Humanos. 

El tema de "Asilo Político", es muy a~plio. La f! 
nalidad de esta Tesis Profesional, es analizar en sus -

capítulos que la componen, la situaci6n que guarda nue~ 

tro pafs a lo largo de su historia con relaci6n a esta 

institución humanitaria. 

Se presenta de una manera breve el análisis de las 

diferentes corrientes en relaci6n al llamado "Delito Po 

lítico", requisito fundamental para la obtención del-­

asilo. 

En el capitulo IX, analizaremos las actividades -­

presidenciales de nuestro pa!s 1 dado que esto nos pre== 

senta ?n panorama más amplio con respecto a las políti­

cas gubernamentales en relación a la defensa de los De­

rechos Humanos y en consecuencia con el asilo. 

El algdn momento del desarrollo del tema X "Legis­

laci6n Mexicana en materia de asilo" abriremos un paré~ 
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tesis para exponer el procedimiento de extradición en 

México, que valgase la expresi6n es la otra cara de la 

moneda en relaci6n al asilo. 

Por dltimo, dejaremos establecida la diferencia -

que existe entre un asilado político de un refugiado ~ 

y su reglamentaci6n. 



I.- LOS DERECHOS HUMANOS A TRAVES DE LA HISTORIA 

Siendo esta corriente tan importante para la materia_ 

de esta tesis, es conveniente esbozar de una manera breve 

la evoluci6n de los Derechos Humanos a través de la Histo­

ria. 

Estos derechos pueden definirse como un conjunto de 

perrogativas que permiten al individuo desarrollar su pe! 

sonalidad. Estos derechos imprescriptibles como lo expo­

ne el preámbulo de la Declaraci6n Universal de las Nacio­

nes Unidas, "Inalienables, inherentes a todos los miem- -

bros de la familia humana, son el fundamento de la liber­

tad, de la paz y de la justicia del mundo". Esto implica 

los atributos y poderes de acción que el ser humano va a 
sostener frente al poder público. 

Menique Lions, nos dice, que un régimen d~ 

mocrático se hace cl~sicamente una divi- -
si6n ·tripartita de los Derechos Humanos -­

que son: 

Los Derechos Civiles o Individuales -~ 

(Libertad, igualdad, seguridad, propiedad, 
etc.). 

Los Derechos Pol!ticos, cuyo ejercicio 

pertenece a los ciudadanos (sufragio, ele­

gibilidad, petici6n). 

Los Derechos Sociales, que aparecieron 

en la Leyes Fundamentales (prestaciones -­

del Estado. (1). 
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LA ANTIGUEDAD 

Los pueblos de la Antigüedad nos presentan sociedades 

en la que era desconocido cualquier concepto de derechos -

individuales. Desde el quinto milenio antes de Cristo, -­

Egipto, Caldea, Asiria, Palestina o Persia, los Soberanos 

(Faraones, Sacerdotes, Reyes) se declaraban de origen divi 

no y en esta calidad ejercían un dominio absoluto. 

Con este poder omnipotente, los pueblos no tenían m~s 

valor que el de material humano utilizando sus potenciali­

dades de trabajo en la forma mas fructífera para el rey o 

Señor. 

GRECIA 

A partir del siglo X A.C., se inici6 una lenta elabo­

raci6n que desernboc6 en el siglo V, en la organizaci6n de 

un sistema político cuyo elemento b~sico era el hombre li­

bre. Esparta, Atenas y Tebas, conocieron la diferencia- -

ci6n de clases sociales (Hombres libres y esclavos). 

Despúes de que Atenas había conocido en el siglo VII 

una democracia aristocrática, en el siglo V, Pericles ela­

bor6 la Democracia Directa. Sin embargo, si los ciudada-­

nos pobres participaban en la gesti6n de los asuntos públ! 

cos, junto con los ricos, en cambio los esclavos y los ar­

tesanos no tenían este derecho. Arist6teles justificaba -

la esclavitud en la misma filosofía, y el mundo antiguo -­

ilustra principios tales como: "Un estado bien organizado_ 

no concederá la ciudadanía a los artesanos" y, "Un esclavo 

es un instrumento animado". (2} 
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ROMA 

El rasgo de la sociedad romana, es el dualismo de los 

estatutos del ciudadano; el Pater familias es el titular -

de los derechos reconocidos por el estado, los cuales ejeE 

cen libremente y son sancionados judicialmente conforme al 

Jus civile de la época monárquica (753-509). 

El ciudadano romano es privilegiado política y civil­

mente, pues los demás miembros de la familia y los escla-­

vos no eran considerados como individuos. 

Aunque la aplicaci6n práctica del concepto de ciudad~ 

no libre es restringida, la Ley de las XII Tablas no deja_ 

de reflejar un espíritu de libertad, ya que asegura a cada 

ciudadano la emancipaci6n, la protecci6n de sus derechos -

y la propiedad. 

En el período monárquico, los derechos políticos del_ 

ciudadano romano que forman parte de los comicios curiales, 

se reducían a escuchar los informes de las decisiones toma 

das por el rey y el senado. La pleve no intervenía en es­

te dominio. 

La República instaurada en 509, crea un r~gimen auto­

crático monopalizada por los Patricios, pues si las XII -­

tablas acabaron~or otorgar los derechos civiles y políti­

cos a la pleve en el año 300, la gesti6n de los asuntos p~ 

blicos qued6 en manos de la clase econ6micamente fuerte. 

El derecho natural introdujo la idea de equidad y - -

origin6 el reconocimiento de derechos a todos los hombres 
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y hasta los extranjeros. En 212, Carcalla, otorg6 la ciu­

dadanía a todos los individuos libres del imperio, pero no 

suprimi6 la esclavitud. Al mismo tiempo, el Pater fami- -

lias, sobre el derecho que tenía sobre la domus, iba per-­

diendo su carácter absoluto. Se reconoci6 cierta indepen­

dencia y por consiguiente, cierta personalidad el hijo de 

familia emancipado, a la mujer casada sine manu y al escla 

vo liberto. 

La libertad de creencia, tuvo su primera expresi6n en 

el Edicto de Milán, el emperador Constantino, en 313, pro­

clam6 el libre ejercicio y libertad de culto cristiano y -

pagano. (3). 

EDAD MEDIA 

En este período el principio de omnipotencia del Est~ 

do se altera y desaparece bajo las ideas que originaron y_ 

desarrollaron la anarquía feudal. 

El siervo podía poseer bienes muebles y ejercía tan·to 

la patria potestad como la marital, pero la persona física 

de éste, pertenece al Señor Feudal, quien además gozaba de 

varias prerrogativas sobre el pa·tr imonio servil; podía 

apropiarsele, en todo o en parte, mediante la práctica de 

la mano muerta. El siervo no podía casarse ni testar sin_ 

preconsentimiento de su señor. Estaba sometido a la just! 

cia de éste sin que existiese recurso alguno ante otro tri 

bunal. 

En Inglaterra, encord:ramos en el año de 1215, la de~­

claraci6n de Derechos en la Carta Magna, convenida entre -
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el Rey Juan y los Barones. 

Entre las disposiciones más importantes en este do-­

cumento encontramos el establecimiento de inquisidores - -

reales para algunos procesos, lo cual constituye anteceden 

tes de la persecución oficial y por lo mismo del Ministe-­

rio Público. Se consolida la proporción entre delito y p~ 

na, se expone el principio de legalidad, esto es el debido 

proceso legal y el derecho de acceso a la justicia pública. 

En esto cabe señalar que poseen un parentesco estrecho a -

los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Constitución. (4). 

SIGLO XVII 

En este siglo se desarrolla el absolutismo y la monar 

quía de derecho divino. 

A la dispersión del poder central en beneficio de los 

señores Fudales, le sucede la restauración del derecho 

absoluto del estado en provecho de la monarquía. 

El poder legislativo radicaba en el soberano y admi-­

tía como única limitación al poder del rey de que resulta­

ba de la.religión. 

En este siglo, la defensa de la autonomía judicial se 

hace a través de~ Common Law, que consistía en que el mo-­

narca no podía conocer en juicio sino a través de los jue­

ces, conforme al derecho y a las constumbres de Inglaterra 

y de que el soberano carezca de atribuciones para alterar 

y crear delitos nuevos. (5). 
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La petición de Derechos, del 7 de Junio de 1628, res­

tauró varias facultades averiadas y advirtió sobre deten--

cienes y juicios con sujeci6n a la ley. 

El Acta de Habeas Corpus, instaurada en el año de 

1679, es una de las conquistas mfs importantes a favor de 

los Derechos Humanos. Consiste en el amparo a que el ind1:_ 

viduo tiene derecho frente a los abusos de la autoridad. -

(En nuestra legislación lo conocemos como "Ley de Amparo"). 

El 13 de Febrero de 1689, como resultado de una inca~ 

sable lucha de los Ingleses por un derecho justo, aparece_ 
el "Bill of Rights". Este documento contenía declaracio-­

nes tales como: la desaparición de tribunales privilegia­

dos, el reconocimiento al derecho de la tenencia de armas 
para la legítima defensa, la prohibición de fianzas excesi 

vas y penas crueles, etc. 

Por dltimo, el Acta de Establecimiento del 12 de Ju-­

nio de 1701, confirmó los derechos y libertades de los ciu 

dadanos ingleses. 

SIGLO XVIII 

Los conceptos del siglo anterior, condujeron a la - -

práctica de sistemas económicos y políticos autoritarios. 

En este siglo la decadencia de la influencia religio­

sa y la aspiración a la libertad iba a determinar una ·trans 

formación total del concepto del derecho natural. Juan Ja­

cobo Rosseau af.irm6 en su obra que, el derecho natural tie 

ne su origen en el hombre mismo, y que en consecuencia 
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deiiva de la misma naturaleza humana. Por ser el indivi-­

duo un hombre, es titular de derechos eternos, inmutables 

e inalienables. El régimen político ideal será el que co~ 

sagre y proteja a los derechos humanos. Esta concepci6n -

fu~ la que inspir6 la "Declaraci6n de los Derechos del Hom 

bre y Ciudadano", en 1789. 

Este documento no trató de fijar solamente derechos y 

libertades para el hombre frances sino para todos los se-­

res humanos del mundo en todos los tiempos y en todas las 

regiones del mundo. 

De sus diecisiete artículos que comprende esta decla­

ración podemos resumirlos en seis fundamentales tales como 

Libertad e igualdad, soberanía del pueblo, unidad de legi~ 

laci6n, igualdad en el impuesto, libertad de prensa y de -

conciencia y la admisibilidad de todos los ciudadanos a -­

los puestos p~blicos. 

El movimiento de Independencia iniciada en los Estados 

Unidos en 1776, se desarroll6 en América Latina unos años 

mas tarde en la primera década del siglo XIX. Los nuevos 

estados se constituyeron en democracias, y pese a los por­

menores,. todas las Constituciones elaboradas en la ~poca -

independiente tratan ya de los derechos individuales y de 

su protecci6n. 

Grandes conquistas en favor de los derechos humanos -

en el siglo XIX, representó la Constitución de Cadíz en --

1812 en España, la prohibición de la esclavitud, la decla 

ración de las potencias sobre el tr~fico de negros (Viena_ 

Enero 8 de 1815) , Declaración de los Congresos de Aquis- -
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gran (1818), Verona (1822); por Inglaterra (1833), Tratado 

de Londres (1814), Acta General de la Conferencia deBer--

lín (1885), Acti General de la Conferencia contra la escla 

vitud de Bruselas (1890). 

Los abusos de regímenes autoritarios en algunas par--

tes del mundo, hab!an provocado en el siglo AVIII como vi~ 

mas la aparici6n de doctrinas liberales, que originaron a 

fines del siglo XIX y principios del XX nuevos sistemas so 

ciales entre éstos el comunismo con la realizaci6n de la -

Revoluci6n Rusa. 

Años mas tarde con la aparici6n del Fascismo en Ita-­

lia y Alemania, se levanta una nueva era de enfrentamien-­

tos armados. Nuevamente los principios básicos del hombre 

se ven amenazados en el momento en que este tipo de organi 

zaci6n política nace y posteriormente con la persecuci6n -

del pueblo judío, estos derechos son violados. 

Antes del término de la Segunda Guerra Mundial, se 

crea la Organizaci6n de las Naciones Unidas, una nueva es 
peranza que suple a la Sociedad de las Naciones, para que_ 

al igual que fu~ creada esta salvaguarde el orden en el -­

mundo. 

El 10 de Diciembre de 1948, en la Asamblea General de 

la O.N.U., se aprueba el ideal supremo como lo es la "De-­

claraci6n de los Derechos Humanos". 

Particular interés representa para nosotros conocer -

la naturaleza jurídica de esta declaraci6n. Alguno~ auto­

res como Jorge Castañeda y Modesto Seara Vazquez, nos pre-
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sentan un panorama en el cual los miembros que intervi­

nieron en la redacci6n de este documento, no tuvieron la 

intenci6n de crearle una fuerza obligatoria, es decir, es­

tablecer a cargo de los Estados la obligaci6n jurídica de 

respetar y garantizar los derechos enunciados, en térmi-­

nos en que los Estados que lo violaren incurriesen en res­

ponsabilidad internacional. 

Sin embargo hay argumentos que estan a favor de esta 

obligatoriedad, tales como que en la carta en sus artícu-­

los 55 y 56 establece la obligaci6n de los miembros de res 

petar la "libertades fundamentales de todos". (8). 

Para esta afirmaci6n, Castañeda explica que los trab~ 

jos preparatorios de San Francisco claramente demuestra -­

que ningGn 6rgano de la O.N.U., está autorizado a emitir_ 

por vía general mediante pronunciamientos generales y abs­

tractos, interpretaciones auténticas de la carta, a lo - -

cual equivaldría la Declaraci6n Universal si se le acepta­

ra la función que se le atribuyó de fijar en forma general 

el artículo 55 y 56. 

Algunas declaraciones constituirían desde 

antes "normas consuetudinarias" entre las -

naciones y en consecuencia reconocidos por_ 

el Derecho Internacional no escrito. (9). 

Para este argumento, no es exacto que existiera una -

norma consuetidinaria que impusiera una obligaci6n intern~ 

cional de los Estados de respetar los Derechos Individua-­

les. 
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Por lo tanto, podemos resumir desde un punto de vista 
estricto que la Declaraci6n Universal de los Derechos Huma 
nos no es un documento obligatorio. 

Sin embargo, a partir del problema de Apartheid, en -
Sud Africa que provoc6 constantes condenas por parte de la 
AsaiDblea General, el 16 de Diciew~re de 1966, este orqani! 
mo adopta a trav~s de la m~x!ma autoridad dos pactos, uno_ 
el de Derechos Econ6m.:l.cos, Sociales y Culturales y el otro 
de Derechos Civiles y Políticos. Estos pactos se conciben 
para revestirle un car~cter obligatorio, adquirido en el -
momento en que recibieron 35 ratificaciones de los signat~ 
rios (Enero 3, 1976 para el primero y 23 de Marzo 1976, p~ 

ra el segundo). 

La sign!ficac!6n jurídica de la Declaraci6n, podemos_ 
encontrarla apoy4ndonos en los "Principios Generales de -­
Derecho", esto es, en aquellos que pueden ser absorvidos­
por las Legislaciones nacionales. Aunque en algunas de -
estas leyes no comprenden todos los preceptos de la decla­
raci6n, por lo menos la mayoría si asegura otros tales co­
mo: ·El derecho a la libertad, vida, etc. pero en sí este 
ideal como lo expresa Jorge Castañeda en su obra, no repr~ 
senta por ahora sino la expresi6n de una meta coman por -­
alcanzar, (10). 

Por dltimo, el hecho de que la Declaraci6n exprese -­
ciertos principios generales de derecho, no equivale por ~ 

si mismo que exista una obligaci6n internacional a cargo -
de los Estados. 
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II.- ANTECEDENTE DEL DERECHO DE ASILO EN MEXICO. 

El sentimiento humanitario que ha caracterizado a -­

M~xico en sus relaciones con la comunidad internacional, -

defiende y proclama el respeto a los derechos humanos. No 
queda en simples propugnas sino que actua de una manera ma 

terial y objetiva por cuanto tiene en sus manos la· protec­

ción de este principio. 

Algunos pa!ses entre ~stas el nuestro, han convenido 

por medio de tratados multilaterales respetar estos dere-­
chos y ampararlos contra cualquier violación. Un medio de 
protegerlos es otorgar asilo a personas perseguidas por:m2_ 

ti vos pol!ticos. 

Por eso, es menester hac~r aunque sea de una manera_ 

breve el análisis del or!gen y desarrollo del asilo. 

En la época prehispánica, nos encontramos que en - -

tiempos de rzcoatl la triple alianza formada por Tenochti­

tlan, Texcoco y Tacuba, se inicia una era de agresivo imp~ 

rialismo que estuvo a punto de concluir con la conquista de 

los Tarascas y Mayas. 

Con los Aztecas, pueblo eminentemente guerrero apar~ 

ce el indicio de un derecho internacional en América. Es­

tos pueblos tenían una justificación a la guerra justa que 

era: 

- Por el derecho de legal sucesión que la -­

triple alianza tenía en las tierras de - -

Anáhuac, señoreados antiguamente por sus -

antepasados. 



- Por la infidelidad de los otros pueblos al 

culto de las divinidades Aztecas. 

Pero no solo concebían ya un derecho internacional -

sino también estaban regidos por un derecho interno de do~ 

de deriva un derecho penal azteca que descansa en un orden 

social. 

Una producción antijurídica debe ser reprimida ·seve­

ramente·. 

Las medidas que el pueblo azteca utiliz6 para la se­

guridad y paz de la comunidad fueron: 

Muerte. 
Penas corporales. 

Penas pecuniarias. 

Esclavitud. 

Pris.ión. 
Confinamiento v Extradición. 

No obstante las que usaron casi exclusivamente fue-­

ron la muerte y la esclavitud aplicadas a los delitos mSs_ 

graves como eran los que se cometían contra la seguridad -
de la pat'ria o imperio como traición, espionaje, rebeldía, 

asilo a miembros de la nación enemiga, abandono de deberes 

militares, etc._ 

La quinta ordenanza de Netzahualcoyotl, disponfa que 

"Habiendo guerra entre dos pueblos si alguna persona vini~ 
se a él, ninguno lo puede acoger en su casa y si lo aco­

giese fuese preso y llevado al tiangais y hecho pedazos -

todo su cuerpo, para que los muchachos jueguen con ellos -

y que fueren perdidas sus tierras. (10). 
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En la ~poca de la Colonia, recien llegados los o!d2 

res a Veracruz, ~1 6 de Diciembre de 1528, uno de los ac­

tos que cometieron fu~ el abuso descarado sobre_ los indí­

genas. 

Los verdaderos religiosos cat6licos como Fray Juan de 
Zumárraga que defendió a los indios y gracias a esta de~­

fensa se creó una perturbación de la potestad civil y - -

ecles!!stica. Esta situaci6n llegó a tal grado que los -
oidores llegaron a desafiar a la autoridad eoles!astica -

provocando un incidente en el cual los primeros llegaron_ 

a violar el 4 de Marzo de 1532 el asilo concedido en la -
Iglesia de San Francisco .·a Cristobal de Angula y al apo­

derado del Marqu~z del Valle, Garc!a de I.lenera. Esta -­

violación disgustó en la capitál de la Nueva España por -
lo cual fueron excomulgados dichos oidÓres. (11). 

Así transcurrió toda la ~poca colonial donde se de­

signaban las parroquias, cementerios, etc., como lugares_ 

de asilo como el breve de Clemente XIV del 23 de Julio de 

1774 en Oaxaca. 

" Se declaran algunas parroquias, iglesias 

y sus cementerios como los únicos que -­

gozan del derecho de asilo de la inmuni-

dad local". ( 12} • 

Inclusive en los primeros años de la Independencia_ 

estas conservaron su privilegio d~ .inmunidad, pero sin te 

ner una reglamentaci6n en el orden civil. 
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III.- DELITOS POLITICOS 

La noci6n del "delito pol!tico" es exclusivamente 

contemporétnea, pues no era conocida con anteriodidad al si 

glo XVIII. Fué a Feuerbach a quien correspondi6 a princi­

pios del siglo XIX, hacer una separaci6n de las agresiones 

al Estado, en cuanto al Fisco, de las inferidas al monarca 

en calidad de persona privada, habiendo logrado de esta ~ 

nera, una fundamental distinci6n de los llamados "delitos_ 

pol!ticos", (13). 

Tan antiguo viene a ser el delito político, que su -
existencia prétcticamente data desde el establecimiento de 

la primera autoridad sobre la tierra. O sea, que sus orig~ 

nes los venimos a encontrar en las m~s lejanas épocas de -

la historia, cuando todav!a exist!an las luchas por el do­

minio de las primeras comunidades. Modernas teorfas muy -

diversas ellas han sido elaboradas en torno a este estudio 
siendo de importancia mencionar las siguientes: 

La Teoría Hist6rica, que fué obra de Carrara y con -

la cual el autor viene a evitar el problema, en vez de re­

solverlo, pues nos ofrece apenas un estudio sobre la evol~ 

ci6n que ha tenido el delito político en cada etapa de la_ 

historia, pero sin lograr darnos un concepto acerca de lo 

~le en realidad es: haciendo convertir, por tanto, a la -­

teoría del delito político una naturaleza ex·trajuridica. 

( 14) • 

. carrara al emprender su investigaci6n, divide en - -

tres periodos su estudio: 
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En el primero comprende las primitivas civilizacio-­

nes o sean aquellas en las cuales se contemplaba:·· las ven­

ganzas mas atroces tornadas por los jefes en contra de qui~ 

nes hacían el inten·to de derrocarlos. Viene a extenderse 

este perfodo inicial desde los más lejanos intentos de CO!!_ 

vivencia, hasta llegar a la Reptíblica romana. Se caracte­

riza por la abundancia de los crímenes de alta tradici6n. 

Los conspiradores eras tenidos entonces condenados de des­

lealtad. carrara despuás de sistematizar los hechos de -­

las civilizaciones primitivas, procura inducir ciertos - -

principios de ellos. Todo tipo de conductas se engloban -

eq esta figura delictiva¡ pues comprende desde hecho míni­

mos y también indiferentes, hasta las actividades mas gra­

ves y destructoras cometidas contra el Estado y sus repre­

sentantes. 

En el segundo período llega hasta la Revoluci6n - -

Francesa, habiéndose iniciado en la época de los más remo­

tos edictos del pretor, en la Reptiblica romana. Su carac­

terística es la historia del crimen de lesa majestad o de_ 

"'rnaj~.tatis" llamado por Carrara "terrible y fantasmagdrico" 

"Terrible, porque ha transformado en cadáveres millones de 

hombres titiles¡ fantasmagórico! porque mediante la aplica= 

ci6n de las normas variadas que lo regulan y de las condu~ 

tas que en él dicta, sustituye los preceptos racionales de 

la justicia por el espectro siniestro del terror". (15). 

Fecundas viene a ser las variaciones del crimen de -

majestatis. Pero no interesan sus formas, lo importante -

es su idea central, que consiste en la defensa del poder -

absoluto contra todas las agresiones. Sin embargo debemos 
señalar que este tipo de delito, eran no solo atentar en -
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contra del Emperador, sino referirse a ~1 en privado con -

adjetivos irrespetuosos; o pasar delante una estatua del -

C~sar sin hacerle reverencias; o usar trajes de color pdr­

pura reservado a los reyes; o fundir estatuas de oro con -

la efigie de un particular; o bañarse en los lugares dest! 

nadas a la limpieza del emperador. Las conductas más indi 

ferentes eran constitutivas de delitos de lesa majestado 

"El crimen de majestatis fue siempre accié5n contra el Esta­

do, el gobierno, la persona del rey, la familia imperial o 

sus allegados y favoritos, de modo que era reconocible ob~ 

jetivamente a trav~s de los resultados de la conducta. 

En el tercer periodo, el concepto anterior se res- -

tringe. El delito político entonces se transforma y viene 

a convertirse, tanto en su condepto como en sus formas, en 

un verdadero atentado, no ya contra quien encarnaba las fa 

cultades soberanas, sino contra la seguridad interior o ex 

terior del Estado. Este es entonces una persona, aunque -

la persona no sea el Estado, como había sido proclamado en 

la ~poca de Luis XIV. Se le reconoce como persona jurídi­

ca, inmaterial, que se puede apreciar solamente por sus -­

efectos. 

Este viene a ser, en breve, el pensamiento de Carra­

ra referente al delito político; y que este autor conside­

ra que anicamente existe desde el punto de vista hist6rico 

Además afirma que para poder estudiarlo de una manera cien 

t!fica, sería necesario analizarlo en estrecha correlacié5n 

con el derecho público universal. Segan Ruíz Funes "tal -

proyecto resulta excesivo y por lo que hace a su considera 

cié5n como simple fen6meno hist6rico, totalmen·te e!{t:¡:año a_ 

la ciencia jurídico-penal. Por eso puede clasificarse de_ 



meta jurídica la consideración del delito político de acueE. 

do a la posición asumida por Carrara, que est~ solidamente 

convencido que la política y la justicia no han nacido para 

ser hermanas, y que la doctrina de los delitos contra la -

seguridad del Estado, en su doble aspecto interno y exter­

no, carece de sustantividad, en cuanto un capitulo mas del 

deiecho penal filosófico" (16). 

Han sido tambi~n elaboradas por la doctrina de las -

Teorías Jurídicas, clasificadas segGn el fundamento que -­

las inspira, en objetivas y en subjetivas. L~s primeras -

vienen a ·tomar en cuenta y de manera preferente, la natura 

leza del derecho violado; mientras que las otras estudian_ 

los elementos psicológicos del crimen político, o sea a -­
los que radican en la gente y no en el acto. (17). Como­

destacados representantes de las teorías objetivas, mencio 

namos a Thiry, Prins, Haus; a Chauveau y llelie, los emi-­

nentes comentaristas 9el Código Penal franc~s; a Buccelatti, 

Napodano, Conti, Barsanti, Arabia, Puglia, Jos~ Agustín -­

Mart!nez y Ceniceros y Garrido. Entre los autores de las 

teorías subjetivas cabe citar a Lombroso y Laschi, quie-­

nes en su monografía sobre "II delito político e la rivol_!:! 

zione", publicada en 1893, consideraron el delito político 

y las re~~luciones en su triple relación con el derecho, -
con la ciencia del gobierno y con la antropología criminal. 

Igualmente han sido clasificados como participes del mismo 

grupo de teorias~_Sighle, Florian, Angiolella, Carelli, 

Ferri, Vida!, Pozzolini, Paoli, Garraud, Eusebio Gómez, 

Cuello Calón, y Jim~nez de Asda '(18). 

Otro grupo de teorías son las políticas. Estas se -

encuentran basadas en el estudio del delito político auto-
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ritario y liberal. La primera clase de estas considera 

que el delito político autoritario es una norma dictada 

por un arbitrio de hecho, que carece de una fuente pura 

que convalida sus decisiones, pues ~atas no emanan de las 

facultades jurídicas de un poder legítimo. Lo autoritario 

viene a equivaler a lo caprichoso, o sea, a lo que no tie-

ne reglas. Es, por tanto, ilegítimo y dictatorial. Mien-

tras que en la segunda hace radicar en la soberanía del -­
pueblo, a los mgs profundos fundamentos del delito políti­

co liberal (19) • 

La Teoría Sintética. Se hace en ella una síntesis -

del delito político hist6rico y del delito político autori 

tario. El primero subsiste cuando la lucha ha sido termi­

nada y no cambia a trav~s del fluir de la historia, perma­
neciendo inmutable, por haber sido conjuntamente engendra­

do por el afán de venganza y la voluntad de dominio, En -
cambio, el derecho penal autoritario viene a significar un 

retroceso en consecuencia, originado "por el retorno atávi 

coa los poderes absolutos de expresi6n individual". De -

nuevo, dentro de esta concepci6n, la causa de la miseria -

de todos los hombres, vuelve a ser un s6lo hombre. Lo que 

en este derecho es característica del crimen político, 
viene a ser su máxima gravedad, en cuanto conducta de opo­

sici6n política y no en cuanto a fen6meno de inadaptaci6n_ 

social (20), 

Existe también una teoría internacional del delito -

político, que fué elaborada en la Conferencia para la Uni­

ficaci6n del Derecho Penal, que se celebr6 en Copenhague -

del 31 de Agosto al 3 de Septiembre de 1935, Fue d~signa­

do como ponente para la definici6n del delito político, el 
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señor Hammerich, miembro del Tribunal permanente de Arbi-­

traje de la Haya. Este en su ponencia conciliatoria examl 

n6 las dos tendencias que trataban de inspirar un justo -

concepto de lo que es el delito político: la subjetiva y -

la objetiva. 

La primera la caracteriza atendiendo a las huellas 

que ha ido dejando en la jurisprudencia, inspirada en el -

triple criterio de la intenci6n del m6vil y del fin. Y la 

segunda, atiende a la naturaleza del orden atacado y al p~ 

ligro que engendra la infracci6n. En apoyo a,esta ültima 

tesis Hamm~rich recuerda las posiciones de Lizt y de Roux. 

Para el primero, los delitos políticos son actos punibles_ 

dirigidos contra los derechos políticos de la comunidad o 

de los ciudadanos. Para el segundo "las infracciones que_ 

atacan, no a la sociedad, considerada como titular de bie­

nes o derechos, o a uno de sus miembros, aunque este reve! 

tido de funciones públicas, sino a la sociedad, considera­

da en cuanto a naci6n, a la forma constitucional que se ha 

dado o a las instituciones políticas que han consagrado" 

t21) • 

"El trabajo presentado por Hamm~rich asume, desde -­

luego, u~a posici6n conciliatoria, inspirada por un prop6-

sito de apaciguamiento, con predominio de este prop6sito -

sobre toda preocupaci6n científica, aunque sin llegar a -­

constituí~ una deserci6n franca de la ideología liberal" 
( 22) • 

LA DOCTRINA IBEROAMERICANA SOBRE EL DELITO POLITICO 

Esta tuvo lugar en el segundo Congreso Latinoamerica 
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no de Criminología, que fué celebrado en el año de 1941 en 

Santiago de Chile. Con la finalidad de fijar las bases p~ 

ra una definicidn del delito político, asistieron a este -

Congreso representaciones de la mayoría de los Estados Ibe 

roamericanos. 

Entre los temas que fueron sometidos a deliberación_ 

del Congreso, figuraba uno con el título siguiente: "Deli­

tos contra las naciones, delitos políticos y delitos soci~ 

les". En el siguiente programa se expresaba el contenido_ 

del tema: 1.- "Utilidad de esta diferenciación. 2.- Posib! 
lidad de efectuar otras. 3.- Clasificación de las infrac-­

ciones que comprenderá cada grupo 4.- Características y­

elementos esenciales constitutivos de cada infracción. Po­

sibilidad de definirlas 5.- La·extradici6n en relación con 

las infracciones de cada uno de los grupos". 

"Preocupaba especialmente a la opinión jurídico-pe-­

nal iberoamericana el problema de ciertas actividades, te~ 
tatorias a la soberanía e independencia de cada una de las 

Repúblicas, a las que era obligado combatir por medio jur! 

dicos. Se discuti6 en consecuencia, si debían buscarse so 
luciones preventivas o represivas, para luchar contra esas 

actividades, que aspiraban a sustituir los regímenes polí­

ticos americanos, basados en la democracia y la libertad, 

por regímenes de fuerza. 

Se afirmaron con el ascenso del Congreso, como acti­

vidades criminales las encaminadas a constituir comunida-­

des o asociaciones extranjeras o nacionales, con fisonomía 

o características propias representativas de sistemas o -­

regímenes políticos contrarios a los establecidos en cada 

país (23). 
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El voto del Congreso fu~ emitido en el sentido de que_ 

para fijar la noci6n del delito político, lo mismo que la_ 

del delito social se debfa adoptar un criterio subjetivo, 

atendiendo al m6vil determinante de todos aquellos hechos_ 

que, respectivamente tenga por finalidad atentar contra la 

organizaci6n o el funcionamiento del Estado o contra las 

bases de la organizaci6n social. (24). 

Volviendo a los delitos denominados "sociales", algu­
nos autores y grandes conocedores sobre la materia entre 

estos el Dr. Hernan Donoso Velazco, define a este tipo de 

delitos como "Aquellos-que atentan la estructura misma de 
la sociedad actual que lleg6 a estructurarse después de -

cruentas luchas, y los actos para este fin son cometidos_ 

por individuos sin patria, sin pandera que obedecen a con 

signas internacionales que se dedican al pillaje, al ban­

dolerismo, al secuestro con el supuesto m6vil de conse- -

guir dinero, para una reforma social a 6rdenes o consig-­

nas muchas veces extranjera y por consiguiente son peli-­

grosos en el país en que se encuentre. Agitadores inter­

nacionales en este caso, no se debe de constituir como de 

lito político. 

La Convenci6n de la Habana de 1928, claramente esta~= 

blece que el asilo solo ser~ otorgado para los delitos P2 
líticos. En la séptima Conferencia Interamericana y en la 

convenci6n sobre Asilo específicamente, determina que no_ 

es lícito, dar asilo a los inculpados de delitos comunes_ 

y en su artículo 2o., de manera determinante expresa que_ 

la calificaci6n de la delincuencia política corresponde al 

Estado que presta el asilo. 

El artículo 4o., de la Convenci6n sobre Asilo Diplom! 

tico de 1954, sefiala: "Corresponde al Estado asilante la 
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ca1ificaci6n de la naturaleza del delito o de los motivos 

de la persecuci6n. 

La declaraci6n del Primer Congreso Hispano Luso Ame­

ricano de Derecho Internacional, también considera que los 

delitos comúnes no son suceptibles del derecho de asilo, y, 

qué los delitos de naturaleza compleja solo se considera--

rán comunes aquellos que den lugar a la extradici6n. 

La controversia surge precisamente por lo difícil en 

establecer el límite justo entre el delito co~an y el pol! 

tico y que generalmente el país terrirorial pretende impo­

ner su criterio de perseguidor implacable no obstante que_ 

el artículo 9o. de la Convenci6n arriba señalada establece 

que "El funcionario asilante tomará en cuenta las informa­

ciones que el gobierno territorial le ofrezca para formar_ 

su criterio respecto a la naturaleza del delito o de la -­

existencia de delitos. comtines conexos; pero será respetada 

su determinaci6n de pontinuar el asilo o exigir el salvo-­
cunducto para el perseguido". 

Calificaci6n por consiguiente unilateral y definiti-
va, ya que no debe ser impugnada por los interesados en ""-
causar daño a sus connacionales, es por eso que el estado_ 
terr:i,torii:ll solo puede proporcionar datos o referencias P!! 
ra que el estado asilante forme su criterio y nada más. 

Naturalmente que difiere segan se trate de períodos_ 

de normalidad política, condici6n de ~pocas de inestabili­

dad e incluso de guerra civil los cuales notan de contra-­
dictoria actitud de los pa!ses en caso de asilo en distin­

tas circunstancias bajo diversos regímenes. 
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Es difícil como se expres6 anteriormente definir o 

más bien separar el delito político del común; pero si p~ 

demos afirmar que varias veces es considerado un delin- -

cuente político aquel que no logr6 triunfar en la revuel­

ta política que en caso contrario, esa misma persona y -­

sus seguidores constituidos en nuevo gobierno privarían -

de su libertad a los que de otra manera hubieran sido sus 

verdugos o juzgadores que detentara el poder legítima o -

ilegítimamente. 

Un movimiento político, constituye delitos si fracasa, 

si tiene éxito no solo desaparece lo punible de la acci6n, 

sino que pierde el carácter de rebeli6n. Los asilados -­

pueden ser los que minutos antes fueron gobiernos o vice­

versa. Por lo tanto en los delitos políticos, no se cas­

tiga al que depone un gobierno, sino al que fracas6 lo -­

cual resulta muy relativo a nuestra manera de pensar la -

criminalidad del acto. Otra cuesti6n que debemos anotar 

es que el sujeto que es perseguido por motivos de orden -

político, se le considera peligroso en su pafs pero no en 

el que le otorga el asilo. Se le considera delincuente -

unicamente en su propia patria y contra quienes autorida­

des fué dirigida su acci6n. 

La prisi6n, deshonra al delincuente, en cambio no y -

es más bien digno de orgullo para el preso político, que_ 

no en raras ocasiones sale de ella con gloria, no como su 

jeto reeducado por el Estado, sino para asumir el poder. 

Es precisamente la motivaci6n del acto en que el fin con 

que lo comete le quitará la perversidad de la acci6n, 

pues casi siempre más bien el político es una pers<:ma al~ 

truista. 
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Por último y si nos atrevernos a decir que son delitos 

políticos aquellos que atentan contra la seguridad del g~ 

bierno contra el poder público, orden establecido por las 

personas que lo ejercen o sean los actos ilegales que tie 

nen estas motivaciones. 
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IV.- DOCTRINA EN MATERIA DE ASILO: 

Es importante asentar en este tema las posiciones de 

grandes autores internacionalistas que sobre el asilo con 

sideran: así tenemos al maestro Modesto Seara Vázquez, -­

que define al asilo corno "una instituci6n en virtud del -

cual una persona escapa a la jurisdicci6n local, ya sea -

huyendo a otro país (Asilo territorial), o refugiándose -

en la embajada (asilo diplomático), o en un barco (asilo_ 

naval), o avión de guerra (asilo a~reo) de un país extran 

jera" (25). 

En el caso del asilo territorial, el extranjero se 

refugia en territorio de otro estado. La concesión de es 

te tipo de asilo, no es otra cosa más que el ejercicio de 

la soberanía territorial; no se trata en este caso de de­

rogación a la soberanía de otro país; y el estado territo 

rial tiene la facultad de otorgarlo o no. Sin embargo, 

tal facultad puede encontrarse limitada por tratados de -

extradición; por ejemplo, en el sentido de que el asilo -

solo podrá ser otorgado a "delicuentes políticos", o que_ 

~eterminadas personas deben ·ser entregadas. 

Por lo que respecta al Asilo Diplomático, el indivi-­

duo busca protección en la embajada de un pa~s extranjero 

la concesión de este derecho, constituye de hecho una de­

rogación al principio de soberanía territorial del Estado, 

ya que se sustr~e de su competencia a un sujeto que ha -­

violado las normas por ~l emitido. Por esta razón, este 

tipo de asilo plantea problemas ·mas serios que el terri­

torial. 

El Asilo Naval y el Aéreo, concedido en barcos y aero 
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naves de guerra, tienen características similares al di-­

plom~tico, en e~ sentido de que significa excepci6n al -­

principio de exclusividad de la comptencia territorial. 

Manuel J. Sierra, considera "El derecho de asilo solo 

puede ejecutarse por los acusados de un delito político. 

Algunos pretenden que debe ser empleado en provecho de -­

los criminales del orden común". (26). 

No admite valor real al principio de la extraterrito­

rialidad, pero si nos encontramos en cambio, frente al -­

concepto de que el navío de estado representa solamente -

una emanaci6n de su potencia pública y no propiamente su_ 

territorio. El principio del derecho de asilo para los -

delincuentes del orden común rio puede ser sostenido. {27). 

"El derecho de asilo en beneficio de los delincuentes 

políticos es indiscutiblemente legítimo desde el punto de 

vista humanitario, pues jurídicamente no existe la oblig~ 

ci6n de otorgar el asilo. Las convenciones de la Habana 

de 1928, la de Montevideo 1933, y la de Caracas en 1954, 

consideran el principio. (28). 

Sobre la fundamentaci6n del asilo, Francisco A. Ursúa 

habla sobre la extraterritorialidad absoluta en misiones 

diplomáticas. Este autor manifiesta que esta posición ha 

caído en descrédito no así la de extraterritorialidad en 

cuanto a que solamente se refiere a la exenci6n de juris­

dicci6n para fines de libertad de acci6n en el ejercicio_ 

de las funciones diplomáticas. (29). 
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Inmunidad de Jurisdicción.- Sobre este particular, 

nos dice el autor que debe sostenerse desde el punto de -

vista de su inviolabilidad en forma absoluta, es decir, -

ningún funcionario local puede penetrar en una misión di­

plomática bajo ningún pretexto. Si el agente viola sus -

obligaciones internacionales ello no podrá evitarse ni re 

mediarse mediante una violación a la inmunidad. Pero la 

diferencia entre este.y la extraterritorialidad absoluta 

consiste en que no todos los actos que puede un gobierno_ 

ejecutar en su propio territorio esta dentro de las facul 

tades del agente diplomático. 

Por lo tanto, la inviolabilidad de una misión es abso 

luta, sin embargo, existen a cargo del agente diplomático 

obligaciones internacionales que, en caso de faltar a - -

ellas, le acarrean responsabilidades internacionales que_ 

el estado agraviado puede hacer efectivas en las formas -

acostumbradas, las cuales no incluyen penetración por la_ 

fuerza a la residencia diplomática, sino representaciones 

ante su gobierno y reparaciones por parte de éste. (30). 

Max Soerensen, al hablar sobre el asilo, expresa que_ 

la concesión de este es parte de la competencia que se de 

riva de la soberanía territorial del estado. (31). su 

fundamentación jurídica se encuentra en el artículo 14 de 

la Declaración Universal de Derechos Humanos aprobada en_ 

la Asamblea Gensral.de la Organización de las Naciones-­

Unidas en 1948. 

Este autor considera que el Derecho Internacional no_ 

garantiza el derecho de asilo al individuo, esto es en -­

función de que.cuando se discutió este articulo de la--
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declaraci6n, la mayor parte de los estados se mostraron -

renuentes para conceder el derecho de ingreso a un estado 

extranjero (32). Esto es sin tener la intenci6n de formu 

lar un derecho de recibir asilo para el individuo, el do­

cumento en su citado articulo expresa "En caso de persec~ 

ci6n, toda persona tiene derecho a buscar asilo y a dis-­

frutar de él, en cualquier país". Parece haber amplio 

concenso general en cuanto a que el denominada derecho de 

asilo no es, de nunguna manera, un derecho que tiene el -

extranjero de exigir asilo hacia el estado en cuyo terri­

torio él trata de permanecer, pues es materia de absoluta 

discreci6n de éste al conceder o n6 dicho asilo. 

Para Cesar Sepúlveda, la inviolabilidad del local que 

ocupa la embajada o legaci6n, constituye uno de los dere­

chos más aceptables y mejor fundados de los agentes dipl~ 

máticos. Se ha pretendido hacer reposar esta inviolabil! 

dad de domicilio en una inadmisible ficci6n: la de la 

extraterritorialidad, o sea, que el pedazo de terreno que 

ocupa el local se considera como si fuera territorio ex-­

tranjero. En realidad comenta el autor, se reconoce esa 

inviolabilidad por el respeto de un Estado hacia la sobe­

ranía de otro, y por la reciprocidad que se observa. {33). 

Esta inviolabilidad al igual que la mayoría de los -­

autores, la consideran necesaria para el mejor cumplimie~ 

to de la misi6n diplomática. 

Precisamente señala Sepúlveda acerca de estaprerroga­

tiva, por los desordenes frecuentes en los paises de Amé­
rica Latina surgi6 el asilo diplorn~tice que para este au­

tor no debe considerarsele derecho de asilo. (34). 
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"De los contínuos y exagerados abusos observados en -

esta materia hacen, empero,d~seable la adecuada regula- -

ción del ejercicio de la actividad diplomática en materia 

de inviolabilidad del local, ya que la institución, apta 

en épocas de desordenes y fundada en razones humanitarias, 

no forma parte del derecho internacional". (35). 

Carlos Fernández, en su obra "El Asilo Diplomático", 

presupone que por definición el beneficiario no goza, en_ 

el estado territorial, de los derechos fundamentales, - -

esenciales del hombre, por lo cual solicita ~rotección a_ 

otra autoridad, buscando abrigo en local exento de la ju­

risdicción normal del estado ·territorial, ya que éste no 

puede o no desea protegerlo de esos derechos esenciales. 

( 36) • 

Dado que hoy es ya universalmente reconocida la per-­

sonalidad jurídica del hombre y considerados esenciales -

los derechos a la vida, integridad física, la libertad y_ 

la justicia, el asilado tiene a su favor lo que la Corte_ 

• In·ternacional de Justicia llamó beneficio de legalidad, -

protección contra la arbitrariedad del poder. (37). Esta 

protección que el estado territorial no da, por imposibi­

lidad o por ilegalidad, es garantizada supletoriamente, -

por otro· estado, por cuenta de la Sociedad internacional_ 

a través del asilo diplomático; esta función es algo así 

como una "curad_~¿rfa internacional del hombre" (38). 

Como hemos visto, el espíritu que encierra el asilo -

es primordialmente el aseguramiento de la vida y la inte­

gridad de una persona que es perseguida por motivos polf­

ticos. Los tratadistas arriba sefialados es~an de acuerdo 
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que es un acto de humanidad la función del asilo, pero -­

donde hay divergencias es en el sentido de la fundamenta-

ción legal de esta prerrogativa que tiene el individuo; y 

es aquí donde se presenta la situación que Max Soerensen 

marcaba, que es derecho a solicitar asilo a un país ex- -

tranjero y ~ste a otorgarlo. Precisamente creemos que la 

redacci6n de la Declaración Universal de los.Derechos Hu~ 

manos, fu~ el de reconocer como derecho el solicitar asi­

lo y dejaron como facultad discrecional el otorgarlo en -

base a que posiblemente se pensó en los problemas futuros 

que ocasionaría si se aceptara como obligación el otorga.!:. 

lo, tomando como experiencia los grandes contingentes de_ 

refugiados y con los conocidos problemas que arrojó la Se 

gunda Guerra Mundial. 

Afortunadamen·te hay en diversas Constituciones o Car­

tas Magnas que elevan a rango constitucional el otorga- -

miento del asilo, tal es el caso como la de Portugal del_ 

2 de Abril 1976, que en su artículo 22, "garantiza el de­

recho de asilo a los extranjeros y a los apatridas perse­

guidos a causa de su actividad en favor de la democracia, 

libertad y los derechos de la persona humana". 

La Constitución Rusa aprobada el 7 de Dicienmre de --

1977, establece: "LaU.RS.S., concede el derecho de asilo 

a los extranjeros perseguidos por defender los intereses 

de los trabajadores y la causa de la paz, por participar_ 

en movimientos revolucionarios de liberación nacional, -­

por sus actividades progresistas socio-políticas, u otras 

actividades creacionales". 

Ahora bien, cabe hacer una pregunta acerca de estas 
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constituciones con relaci6n al asilo y es: ¿ A que tipo 

de asilo se refieren pues en la redacci6n de estas dos 

expresan para la prirnera " garantiza el derecho ele asilo" .. 

para la segunda "Concede el derecho de asilo"; pero ¿ Pr~ 

cederá un tipo de asilo diplomático, naval, aereo o terri 

'corial o en general podemos suponer que acepta estos cua-

tro tipos de asilo~ En nuestra opini6n consideramos que_ 

debe ser para cualquiera de estas formas basándonos _en la 

finalidad y en la buena intenci6n de estos gobiernos para 

preservarla, puesto que la finalidad que representa esta 

instituci6n es precisamen·te proteger la vida., la integri­

dad, etc. de la persona. 

Nuestro país es considerado en el ámbito internacio-­

nal como un pueblo respetuoso del asilo. México ha acog! 

do miles de personas que tienen que huir de su patria por 

persecuciones a que son objeto. 
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V.- PRINCIPIOS JURIDICOS 

Entre los modos de formaci6n del derecho de gentes -

se pueden invocar aquellos que establecen las reglas de -

esta disciplina. En general, estas normas corresponden -

a situaciones reales que fortalecen a la concepción jurí~ 

dica; sin embargo, el Derecho Internacioanl en su forma-­

ci6n, suele a veces apartarse de las realidades y se refu 

gia en ficciones. 

La ficción en este sentido, debemos entenderla como_ 

una situación que permite presumir como verdadero un he-­

cho que no es exacto. 

Innumerables son las concepciones ficticias que tra~ 

tan de justificarse o fundamentar un punto de vista prác­

tico o legal. 

Las ficciones son clasificadas por algunos tratadis~ 

tas en legítimas e ilegítimas según el fin que persigan -

en relación con el derecho; otros las catalogan en juríd! 

.cas, políticas o diplomáticas. Como ejemplo tenemos que_ 

la extraterritorialidad constituye una ficción jurídica. 

La extraterritorialidad, es empleada a veces para - -

hacer resaltar de ella todos los privilegios y los dere-­

chos del embajador. La posición de esta persona suprime 

al ámbito territorial de las leyes del país en que se en­

cuentra acreditado. 

Esta ficción en todos los tiempos ha sido una cues-­

tión delicada la cual se ha complicado dando origen a 

contradicciones e incertidumbre, algunas veces de una 
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amplitud extrema y otras de concepciones extrechas. 

Entre las principales aplicaciones del principio de -

la extraterritorialidad, aparece la diplomática, con ori­

gen en la condici6n privilegiada de los representante ex­

tranjeros. También se manifiesta esta situaci6n jurídica 

en los campa~entos de las fuerzas armadas y aeronaves = = 

extranjeras de guerra. 

La extraterritorialidad de los agentes diplomáticos -

y su inviolabilidad, son frecuentemente considerados como 

dos privilegios diferentes. Es frecuente ver tanmién a -

la extraterritorialidad colocada en otra relaci6n con la 

inviolabilidad. Esta dificultad con la ubicaci6n de lu-­

gar a confuciones; por eso hay que remarcar que la extra­

·territorialidad es una ficci6n legal y la inviolabilidad_ 

es un privilegio principalmente diplomático. 

Si tratamos de explicar esta ficci6n según las cir- -

cunstancias y maneras de ver actuales, debemos tomar en -

cuenta que uno de los motivos evidentes que la fundamen-­

tan es el respeto al Ministro, representaci6n simb6lica -

del Estado. 

Se toma también como argumento para fundamentar la e~ 

traterritorialidad del diplomático, la aceptaci6n del - -

agente por parte del estado que lo recibe. Esta situa- -

ci6n, es pues considerada como una exenci6n del poder 

territorial, la que toma varios aspectos que van desde el 

derecho de asilo hasta ciertas prerrogativas judiciales. 

Si continuamos tra·tando ele encontrar los fundamentos 
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agentes diplomáticos, nos encontraremos con corrientes·-­

que motivan o justifican la ficción en la función que - -

presta el agente, el que debe estar rodeado de las garan­

tías necesarias para llevar a cabo su cometido, como re-­

presentante estatal. 

Otra razón que suele invocarse, es la independencia -

recíproca de los estados y el espíritu de colaboración de 

los mismos en sus relaciones. Dicha independencia a menu­

do se refleja en la personal del agente, qu~en segdn el -

criterio tradicional, ostenta una doble representación; -

la del estado, como sujeto de derecho internacional pdbl! 

co y la del Presidente, que encarna el más alto funciona­

rio del Estado. (39}. 

El concepto de la extraterritorialidad, es de suma 

importancia al tratar el asilo. Autores como Jellinek, 

conciben al Estado como una coorporación territorial y 

que la extensión del territorio determina sencillamente -

,el marco dentro del cual puede ejercer la potestad esta-­

tal o imperium, el cual no es, por su naturaleza, sino -­

un poder sobre las personas. (40). 

Para· tener una idea de la relación que existe entre -

el concepto de asilo y la ficción que tratamos, veamos e~ 

mo define al prjmero el Profesor Fedozzi' "El derecho de 

asilo no es mas que la manifestación de la soberanía te-­

rritorial que obstaculiza a un Estado para perseguir a un 

individuo que se ha refugiado sobre el territorio de otro 

estado y arrestarlo" (41). 
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En esta definici6n no se concibe que pueda existir'el 

asilo en buques mercantes, pues esta ficci6n se aplica -­

unicamente a los buyues de guerra, estando los primeros -

sometidos a la competencia legislativa y jurisdiccional 

del estado territorial. 

Este principio fue confirmado por la jur·isprudencia -

de Francia durante la Guerra Civil Española (1936-1939). 

Veamos lo que di]o al respecto una sentencia de sus tribu 

nales: "El Privilegio de la extraterritorialidad, no pro­

tege a los navíos mercantes extranjeros que pertenecen a_ 

particulares y fondean en aguas territoriales o interio-­

res. Estos barcos se encuentran en tal caso, sometidos a 

la soberanía del estado ribereño y, por consiguiente, a -

su competencia legislativa y jurisdiccional" (42). 

De todos los argumentos para fundamentar la inmunidad 

diplomática y la extraterritorialidad de los embajadores, 

el más aceptado consiste en la necesidad de asegurar la -

independencia del agente en el ejercicio de sus funciones. 

La jurisprudencia en algunos países europeos, reafir­

mando el argumento anterior, se ha producido frecuenteme~ 

te. La Corte de París, en el asunto de la Sra. Enríquez_ 

de Rubiara, en una sentencia del 25 de Abril de 1907, de­

clara que la inmunidad jurisdiccional de los Agentes Di-­

plomáticos se funda "sobre el respeto necesario de la in­

dependencia de los representantes de los gobiernos extran 

jeras. {43). 

La competencia territorial de un es·tado no es indefi­

nida, ya que ella puede ser limitada de dos maneras: pri-
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mera por una renuncia emanada del estado mismo y segundü_ 

por las regulaciones del derecho internacional. 

Entre los casos de este limitaci6n a la competencia -

territorial del estado, se encuentran las inmunidades di­

plomáticas: 

Las inmunidades diplomáticas que son privilegios con­

cedidos a un agente pdblico, pueden ser consideradas ya -

sean referidas a la persona, a las leyes o a la legaci6n. 

Sin embargo, la expresi6n extraterritorialidad, si -­

bien es cierto que es una noci6n c6moda, no ~iempre resis 

te al análisis por ser nada más una ficci6n. Dicha no- -

ci6n inutilmente_ trata de atribuir un fundamento real a -

situaciones legales, por ejemplo, cuando se desea determ! 

nar la condici6n jurfdica del hotel diplomático, seria -­

inexacto considerarle como parte del territorio del agen­

te. Es innegable que el local sigue siendo una parcela -

del territorio del estado en que ha sido acreditada la -­

misi6n. 

Ahora bien para probar 1·a inexactitud de esta ficci6n 

basta con mencionar un ejemplo: Cuando un criminal se in­

troduce en una embajada o en una legaci6n, para sustraer­

lo de e~_la no se sigue un procedimiento de extradici6n¡ -

una vez que el jefe de la misi6n autoriza a la policfa, -

esta puede proceder a arrestar al delincuente. 

Por lo que toca a la llamada extraterritorialidad de 

los buques de guerra extranjeros, han sido considerados -

por algunos autores como fortalezas flotantes y por tanto 

al formar parte integrante del territorio.·de un estado, caen dentro 
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de los lugares privilegiados de asilo para cierto tipo de 

personas. ( 44) .. 

Hemos visto el descrédito en que ha caído la ficci6n_ 

de la extraterritorialidad, es dificil justificar o, más_ 

aan, tratar de fundamentar el derecho de asilo en esta --

posici6n. Desde el punto de vista t~orico, el asilo debe 

rfa ser excluido aan en los navíos de guerra, justamente_ 

porque este derecho es considerado como consecuencia de -

la ficci6n. 

Ahora bien, hay una corriente que considera como fun­

damento de la inmunidad en los navios de guerra, la "Com!_ 

tas Gentium" o cortesfa internacional, la cual radica en 

un conjunto de usos seguidos a titulo de simple convenie~ 

cia. La cortesfa internacional no liga jurídicamente al_ 

estado que la observa, a diferencia de la regla consuetu­

dinaria o del derecho internacional positivo; la viola- -

ci6n de una práctica no constituye mas que un acto inamis 

toso. 

Los Estados pactantes de diversas convenciones sobre 

derecho de asilo, son libres para firmar y ratificar el -

instrumento como también lo es para denunciarlo. La de-­

nuncia misma no debe entenderse como una exenci6n de res­

petar el asilo. 

En los paises de América Latina, ha sido desde el si­

glo pasado una instituci6n de uso frecuente, siendo segu­

ramente una de las zonas del mundo donde su ejercicio ha_ 

sido mas corriente y ha movido naturalmente una reglamen­

taci6n jurfdica minuciosa de carácter nacional e interna-
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cional y además de una variadisima jurisprudencia. Fruto. 

de la práctica de esta materia, se han establecido una se 

rie de requisitos que deben concurrir en cada solicitud -

y que son examinados cuidadosamente por el representante_ 

diplomático que debe decidir sobre su conseci6n y que seE 

virá para que el país asilante pueda clasificarlo debida-

mentea Se exige fundamentalmente que la vida, libertad o 

la integridad de la persona que lo solicita se vean amena 

zadas como consecuencia de actividades de indole puramen­

te políticos y en ningún caso por delitos del orden común 

en su estado de origen. 

El deber de respetar este derecho deriva en primer lu 

gar entre los países latinoamericanos de su carácter de -

institución jurídica consagrada por una práctica reitera­

da de jurisprudencia tanto interamericano como interno en 

los países. Dicha práctica es anterior y después comple­

mentaria de las convenciones que vinieron a reglamentar -

su conseci6n. Se ha basado en el carácter humanitario de , 
la institución tada vez que los estados miembros de la 

•O.N.U., en pleno uso de su soberanía se adhieren a la "De 

claraci6n Universal de los Derechos del Hombre", aprobada 

el 10 de Diciembre de 1948, en su artículo 14, consagra -

al asi1q con carácter universal al establecer que¡ "En -­

caso de ·persecución, toda persona tiene derecho de buscar 

asilo y disfrutar de el, en cualquier país." 

La disposición que acabamos de transcribir, al incor­

porar al asilo a los derechos fundamentales del hombre, -

lo ha establecido en forma definitiva, y si bien es cier­

to que su ejercicio es susceptible de regularse en forma_ 

individual o colectiva por los estados, estos no podrán -
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en caso alguno desconocerlos sin violar•1la letra y el es­

píritu de la declaraci6n. 

No obstante, que por una parte esta el derecho del -

individuo a solicitarlo y por otra el derecho del estado 

a concederlo; puede resultar facíl que un gobierno impida 

a sus gobernados que lo busquen en las representaciones -

diplomáticas acreditadas, sin embargo, en el caso de que_ 

alguien logre alcanzar la sede y el representante de la -

misma lo concede, es dificil imaginar argumentos válidos 

para oponerse al mismo incluso habiendo hecho la denuncia 

de los tratados que sobre la materia existían, y si a es­

to agregamos la forma de operar, su denuncia afecta solo 

la práctica más no la existencia misma. 
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VI.- PRINCIPIOS POLITICOS DEL ASILO. 

El principio político fundamental en que se funda el -

derecho de asilo es de carácter humanitario. A trav~s de -

la historia hemos encontrado que ~ste ha perdurado, no obs­

tante que el asilo ha ~stado sujeto a caprichos de los go­

biernos y, por lo tanto mas a preocupaciones de orden polí­

tico que a consideraciones humanitarias y jurídicas. A fi­

nes del siglo XVIII, algunos acuerdos permitían todavía la 

extradici6n de delincuentes políticos, pero la distinci6n 

entre criminalidad política y comGn estaba hecha a fines de 

este siglo. 

Para el primer cuarto del siglo XIX, Am~rica Latina -­

atraves6 por un momento extremadamente violento con persec~ 

ciones y represalias de carácter político. Actualmente la 

parte sur de América sufre este tipo de situaciones provoc~ 

das por las dictaduras militares fomentando así el amparo -

del asilo político. 

La lucha entre los grupos políticos es en ocasiones 

dramática, pues cuando los revolucionarios vencidos son aco 

sados por sus adversarios vencedores y sin protecci6n de la 

justicia, solicitan un amparo eficaz a gobiernos extranje-­

ros contra las persecuciones del momento a través del asilo. 

Ciertamente en esta figura jurídica juega un papel muy 

importante la política del estado que reconozca o no el asi 

lo; y decimos que aGn no reconociendolo por la sencilla ra­

z6n que hay países como Estados Unidos que a pesar de no r~ 

conocer al asilo como par·te del Derecho Internacional, es -

una de las naciones con un mayor índice de refugiados en su 

territorio. 



- 46 -

Es interesante anotar que aan países que no aceptan el 

d?recho de asilo ni han suscrito convenci6n alguna sobre la 

materia por respeto a las resoluciones de la O.N.U., por un 

principio de honor internacional como lo llamarían algunos 

tratadistas, de hecho lo han respetado y ejercido; as! los 

Estados Unidos cuando el Cardenal Mindzenty fu~ asilado en 

la embajada de este país en Hungría despues de la revuelta 

de 1956. Su permanencia en la sede diplomática fu~ por más 

de cuatro años esto como consecuencia de la negativa del g~ 

bierno Hrtngaro de no reconocer ese asilo y por consiguiente 

negarle el salvoconducto al exterior. Para Estados Unidos 

el Prelado Cat6lico era un hu~sped de su misi6n diplomática 

en cambio para Hungría fué ilegal la estanci~ en dicha sede 

pero tuvo que repetarla durante tanto tiempo por estar amp~ 

rada de la inviolabilidad de que disfrutaba y no podía ex-­

traerlo por la fuerza de la embajada sin atacar la inmuni-­

dad diplomática. 

En esto días por vez primera en la historia de Estados 

Unidos, confirmando y dando base jurídica a muchas de sus -

actuaciones de hecho acaba de dar un vuelco a su doctrina -

~1 aprobar que admitirá a re.fugiados polí·ticos sin descrimi 

nar a regímenes del cual huye. 

Aunque todavía no admita por convenios bilaterales y ~ 

multilaterales sobre asilo, ha practicado inumerables casos 

de asilo territorial especialmente durante la Segunda Gue-­

rra Mundial,Guerra Fría, Indochina y la Revolución Cubana -

primero y el gr~~ nrtmero de personas que salieron de Cuba -

en el año de 1980 después. 

La Ley que acaba de aprobar la Camara de Representan-­

tes de Refugio Político por 207 votos contra 192, modifica 

sustancialmente la tradici6n norteamericana pues si antes -
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admitían a solo aquellos que escaparan de regímenes comunis 

tas ahora podrán ser acogidas toda persona que provenga de 

cualquier país incluso Iberoarne.ricanos. 

Esta Ley epecifica ahora que las personas que se en- -

cuentran en la condici6n de perseguidos políticos podrán s2 

licitar el Refugio Político en los Estados Unidos y el Pre­

sidente despues de consultar al Congreso pueqe otorgar a 

cualquier persona que estando dentro de su propio país o en 

las circunstancias de apátrida en su ültimo domicilio nece­

site salir de él por las causas anotadas. Significa que -­

esta nueva ley admite al asilo diplomático al igual que al 

territorial. 



VII.- ASPECTOS SOCIALES DEL ASILO. 

Todo brote de violencia provoca tensiones de inseguri~ 

dad en el individuo que artn no formando parte activa en el 

conflicto, es presa del temor a ser privado de su vida. No 

es posible tener un control sobre una situaci6n donde el ré 

gimen jurídico pierde su poder para mantener en armonía a -

la sociedad. Es por esto que las personas afectadas buscan 

de diversas maneras protecci6n; una de estas formas es el -

asilo. 

Podríamos enunciar inumerables casos en que el vínculo 

social es roto por actuaciones violentas de 6rden político, 

pero podemos ver de una manera breve algunos casos como la 

Guerra Civil Española, La Revoluci6n Cubana, el derrocamie~ 

to de Salvador Allende en Chile y el triunfo de la Revolu-­

ci6n Nicaraguense. 

A pesar de que España no formaba parte de ninguna Con­

venci6n sobre asilo, encontraron protecci6n centenares de -

personas de esta naci6n en diferentes embajadas extranjeras. 

En España se admiti6 y se puso en práctica este recur­

so sostenido por los representantes americanos. El Gobier­

no Español sostuvo al principio que s6lo había tolerado el 

asilo pe"i:.o que no estaba obligado a reconocerlo, señalando 

que algunas misiones diplomáticas habían abusado de este de 

recho. 

Poco después el gobierno Español admitía la práctica -

del asilo e invocaba la Convenci6n de la Habana de 1928, a 

la cual no se encontraba ligado. De esta manera qued6 leg~ 

lizada la situaci6n de "facto" que se habfa presentado. Se 
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inició una nueva modalidad en la práctica del asilo dipl~ 

mático y centenares de personas tanto Franquistas como 

Republicanos encontraron en las embajadas protecci6n a 

sus vidas. 

Las Revoluciones traen consigo una serie de transfor-

maciones en los 6rdenes econ6mico, polftico,-jurídico y-
(!,{' 

social, y, actualmente los golpes de estado que han apar~ 

cido con tanta frecuencia por los militares en América, -

Asia y Africa, se ha observado que con este tipo de situ~ 

ciones, se activa la figura del asilo; esto es, participa 

de una forma efectiva en la crisis del país, rescatando a 

millares de personas no importando su condición social. 

Cuba ha sido uno de los países de este continente en_ 

el que después de la guerra de independencia contra Espa-
- h 'd \c'<;f-1' ' ' 'd d lí ' d' na, a ten1 o una 1ntensa act1v1 a po t1ca. Los 1ver-

sos grupos que han llegado al poder lo lograron mediante 

luchas armadas o mediante "golpes de estado':, Su inestabi­

lidad política se ha debido entre otras causas a la con-­

formación política y social del país. 

Obviamente los cambios de poder llevaron consigo per­

secuciones políticas de los grupos victoriosos a los de-­

rrotados y con este motivo, el asilo diplomático se prac­

~~ª~ey constantemente por parte de las misiones diplomát! 

cas acreditadas ante el gobierno territorial en turno. 

La caída del gobierno de Batista ocasionó que centen~ 

res de gentes salieran al exilio. A raíz de las transfor 

maciones de la estructura social del país durante ¡as di~ 

tintas etapas de la revolución, fueron apareciendo situa-
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clones diversas que habrían de dar al asilo formas sin 

precedentes en nuestro hemisferio. 

En los primeros meses del Gobierno Revolucionario, -­

los grupos desplazados vieron en el exilio su único recur 

so de subsistir econ6mica y políticamente. Durante los 

días que precedieron a la invasi6n de Playa Gir6n, las 

misiones acreditadas en la Habana acogieron en sus loca-­

les a un número desorbitado de asilados. Diversas causas 
k~~s 

originaron esta situaci6n. Entre~1as medidas de emergen-

cia que debería de tomar el gobierno para impedir la actl 

vidad de grupos contrarevolucionarios, y esta se constit~ 

yese en un grupo interno que entorpeciera la defensa del_ 

régimen. Ante la inminencia de dichas medidas, un gran -

número de personas entraron no solo a las embajadas sino 
n 

hastatla Nunciatura Apost6lica. 

Otro gran factor. que influy6 en esta gran afluencia-­

fué el hecho de que algunas misiones quisieran provocar -

una situaci6n crítica al gobierno cubano que sirviese co­

•mo instrumento para futuras·presiones políticas. 

La política de algunas misiones que albergaban a cua~ 

ta gent~ acudiese a ellas en busca de asilo, hizo que los 

locales estubiesen colmados con la promiscuidad inevita--
~ 

ble, falta de recurso{ higiénicos, dificultades para apr~ 

visionamiento de vív~res. Por otro lado el gran número_ 

de ellos .impedía que los titulares de esas misiones tuvie 

ran control alguno sobre los asilados; además debido a la 

política de puertas abiertas, se había internado un sin -

número de individuos de baja calidad moral. 
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Los locales de la embajada, tuvieron que ampliarse -­

obteniendo nuevos edificios. El Gobierno de Cuba aceptó_ 

estas condiciones a pesar de que en las Convenciones de -

la Habana y Montevideo de las cuales formaban parte, no -

estaba previsto, es decir aceptó una norma estipulada en_ 

la Convención de Caracas de la cual no es signatario que_ 

establece ~~e los locales para habitaci6n a los asilados, 

pueden ser ampliados cuando el número de éstos exceda á -
la capacidad del edificio. 

El derrocamiento de Salvador Allende en Chile, propi­

ció que centenares de gentes tuvieran que asilarse en dis 

tintas embajadas, entre estas la de México que fué la más 

concurrida. 

La amistad que el Presidente de México en quella épo­

ca tuv~con Allende, y el ideal que los unía propició que 

después del "golpe de estado", México tomara una decisión 

extrema como lo fué el rompimiento de relaciones diplomá= 

ticas con el gobierno militar, una vez que los asilados -

en nuestra embajada se encontraron fuera de peligro. 

~.~(1 u.:(\ 

Nicaragua"': pueblo 

ta perduró por más de 

singular donde la.-dictadura Somol>lis 
Pa'Íb eJ te~ . -

cuarenta años; fué finalmente des--

truida a costa de miles de vidas. 

El Asilo Político, jugó un papel importante en medio_ 

de esta crísis por cuanto además de rescatar. vidas, no hi 

zo dis·tinción de clases sociales ni> de ideología, pues si 

bien es cierto que asiló a gentes inocentes, también aco­

gió al responsable del qonflicto en Paraguay. 



VIII.- PROBLEMAS ECONOMICOS QUE PLANTEA EL ASILO. 

El problema de miles de hombres que andan errantes, -

sin patrimonio, sin derechos y algunas veces sin patria, 

había sido visto con descuido por la Comunidad de las Na-

ciones hasta la Primera Guerra Mundial donde grandes con­

tingentes humanos transitaban por el continente europeo, 

en especial los Gitanos y los Chiptaros. Este problema­

que parece interminable debido a los choques raciales re­

ligiosos y conflictos políticos, han causado paulatiname~ 

te la destrucción del hombre por el hombre. 

Así tenemos que para principios de siglo la revolu- -

ción Bolchevique motivó que las primeras masas se despla­

zaran hacia Europa Central ya que el nuevo gobierno los -

había colocado fuera de la ley, al despojarlos de sus de­

rechos. El desarrollo de los acontecimientos y la inest~ 

bilidad de la época, hacía crecer el número de refugiados 

por lo que en 1921, la Sociedad de las Naciones nombró a 

Fridjot Nannsen de Noruega, como el primer Alto Comisiona 

do para Refugiados, su mayor logro fué el "Pasaporte Nan­

sen" reconocido por cincuenta y dos países aproximadamen-• . 
te, y el cual permitió a los refugiados viajar en busca -

de trabajo. Este documento al ser aprobado el 5 de Julio 

de 1926, constituyó el primer paso importante para la -­

creación. de un Estatuto Jurídico para Refugiados. 

La Convención de Ginebra del 28 de Octubre de 1933, -

reconoció a los-refugiados un cardcter privilegiado en -

relaci6n con los demás extranjeros. Esta les concedía 

trabajar con permiso en empleos remunerados en el país de 

refugio, el derecho de recibir educación al mismo tiempo_ 

que los protegía contra las deportaciones. Esta Conven--
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ci6n fué suscrita con reservas, por ocho estados. 

En 1939, existía en Europa más de un mill6n de refugi~. 

dos. Las conquistas de Hitler desde la ocupaci6n de Aus-

tria, Chocoslovaquia y Polonia, originaban movimientos de 

grandes congregaciones de refugiados hacia occiden·te. 

La Comision Intergubernamental que residía en Londres 

se convirti6 en el centro de actividades de protecci6n a_ 

los refugiados, siendo extendido su mandato por la Confe­

rencia celebrada en Bermudas en 1943; como consecuencia -

de estos tratados grandes contingentes de refugiados emi­

graron a Canadá y algunos países Sudamericanos. 

El 9 de Noviembre de 1943; en un acuerdo firmado en -

Washington, fué creada la United Nation Relief and Reha­

bilitation Administration (U.N.R.R.A.). Los prop6sitos­

de esta organizaci6n era inmediatamente después de la li­

beraci6n de un territorio los habitantes del mismo debe-­

rían de recibir los siguientes auxilios. Previsi6n de 

epidemias y recuperaci6n de la salud, el regreso a sus 

hogares respectivos de los prisioneros de guerra, la rea­

nudaci6n de los trabajos para la producci6n agrícola e -­

industrial de mayor urgencia y en la restauraci6n de los 

servicios públicos más esenciales. (45). 

Al concluir la Segunda Guerra Mundial, este organismo 

enfrent6 inesperadas complicaciones con refugiados, esto_ 

es por que muchas personas de éstas rehusaban regresar a 

a su país de procedencia. 
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El consejo Económico y Social de la O.N.U., por encaE 

go de la Asamblea General reunida en Londres en 1946, de­

cidió crear la Organización Internacional de Refugiados -

(O.I.R.), tan pronto se contara con quince estados miem-­

bros. Posteriormente con la voluntad de diez y ocho, co­

menzó a funcionar, reuniendose por vez primera el 13 de -

septiembre de 1948. 

Con este nuevo organismo, se resolvía el problema que 

se había presentado en el U.N.R.R.A., del deseo delrefu-­

giado a no volver a su país de origen. Esto operaba toda 

vez que estuvieran bien informados de las condiciones - -

existentes de los mismos, podrían ser expedidos a otro 

país siempre que se presentaren razones válidas, tales 

como el temor a ser perseguidos. 

En 1948, tenía bajo el ciudado de esta institución --

720,000 refugiados, de éstos se encontraban Judíos, Pola­

cos, Lituanos, Letones, Estonianos, Ukranianos, Yugosla­

vos, Rusos y Chinos. (46). 

Los Acuerdos de Postdam, obligaron a seis millones de 

Alemanes a abandonar las tierras que anteriormente habían 

sido incorporadas por Alemania como Checoslovaquia, Polo­

nia y Hungría principalmente. (47). 

El aspecto ~egal de la O.I.R., no fué olvidado; mant~ 

niéndo el precedente del Dr. Nansen, la organización emi­

tió permisos de residencia, expidió pasaportes especiales 

para los que viajaban al exterior y permitió a los refu-­

giados a trabajar, poseer propiedades, contraer matrimo-­

nio, y en fin varios beneficios en los mismos términos que 



- 55 -

se concedía a los ciudadanos del país del domicilio. 

Al mismo tiempo se concluían acuerdos con distintos -

gobiernos para garantizar la admisi6n de refugiados y la 

concesi6n de ¡§stos de un "Status Legal". Países como Es­

tados Unidos y Australia permitieron a los refugiados 

obtener cart~ de ciudadanía dentro de las leyes aplica-~ 

bles a los demás extranjeros. 

Algunos países sudamericanos como Argentina, Brasil y 

Venezuela, aceptaron recibirlos. Fueron colocados 30, 24 

y 14 mil respectivamente. (48). 

Según informes de la Organizaci6n, el primer lugar de 

cooperaci6n entre los países fué Estados Unidos gracias_ 

a su gran capacidad econ6mica. Una ley votada el 25 de -

Junio de 1948, había autorizado la entrada de dos cientos­

mil refugiados. Otra ley aprobada en 1950, aumento el n~ 

mero a trescientos cuarenta mil sobre las cuotas designa­

das a cada país. En Agosto de 1953, otra ley concedi6 la 

entrada durante un período de tres años la entrada a dos­

cientas catorce mil gentes (49). 

En el mes de Septiembre de 1960, a raíz de la repre-­

si6n de Hungría, Imre Kovaks, miembro del Comité Nacional 

Húngaro manifest6 que habím encontrado asilo mas de dos -

cientos mil húngaros en Estados Unidos. 

Durante el bienio 59-60 había tan solo cincuenta mil 

cubanos en el estado de Florida y doscientos mil en todo 

el territorio norteamericano. (50), 
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En síntesis la O.I.R., durante su vigencia tuv6 a su_ 

cargo más de un millón y medio de refugiados, de los cua­

les setenta y dos mil habían sido repatriados a su país -

de origen y cerca de un millón establecidos en distintos 

países de refugio cuyos gobiernos habían ofrecido ayudar­

los. Doscientos cincuenta mil recibieron ayuda legal, y_ 

m~s de doscientas sesenta mil, recibieron otro tipo de -­

asistencia. (51). 

La extinción de esta Institución, obligó a la O.N.U. 

a buscar sustituto que se encargara de atend~r estos asun 

tos. El 14 de diciembre de 1950, la Asamblea General 

creó la "Oficina del Alto Comisionado para Refugiados en 

las Naciones Unidas", designado para este cargo al Dr. G. 

J. Van Heuber Goedart, con un presupuesto designado orig! 

nal de trescientos mil dolares anuales. 

La protección Internacional de refugiado, no teniendo 

autoridad supraestatal, el Alto Comisionado debió asumir 

funciones de mediador a fin de dar cumplimiento. 

La protección a estas personas, debe solucionar los -

dos mas graves problemas. El primero la Inmigración o-­

sea, el país que le brinde asilo y el segundo, la incorp~ 

ración a·la vida económica del país. Esto obviamente re­

percute en el aspecto financiero tanto para el páis que -

otorga el asilo~como la institución dependiente de la - -

O.N.U. 

Durante esa ~poca este organismo subsistió gracias a~ 

los donativos de algunos países, por lo que mas llama la 

atención en este aspecto, es que sociedades particulares 
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aportan cantidades considerables como la Fundación Ford, 

que aportó $ 2 1 900,000. d6lares en comparación con países 

como Inglaterra con $280,000. o Suiza con $69,284 ddlares 

que son miembros de las Naciones Unidas (52). 

Para el año de 1970, ochenta y un Gobiernos aportaron 

$ 4 1 632,332. d6lares para sufragar gastos. 

En el año de 1977, le fueron otorgados al Alto Comis!o 

nado de las Naciones Unidas, ciento once millones de d6la 

res. Las aportaciones se hicieron de la siguiente manera: 

ra: 

$90'128,791. Fueron aportados por ochenta y-­

cinco países. 

$10'284,575. Por la Comunidad Econ6mica Europea 

$ 4'272,199. Por el Sistema de las Naciones Uni 

das. 

$ 5'479,944. Fuentes No Gubernamentales. 

$110'165,509. T o t a 1 (53). 

De este presupuesto se distribuy6 de la siguiente mane 

Africa 

Asia 

América 

Europa 

$ 35'600,000. 

$ 19,708,000. 

$ 5'300,000. 

$ 2'522,000. 

El total de esta distribuci6n se aplic6 a 2'305,046. 

asilados aproximadamente en el mundo repartidos de la si-

guiente forma: 



Africa 

Europa 

lLmérica 

Asia 
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1'483,315. 

546,000. 

166,000. 

109,231. (54) . 

Del lo. de Enero al 31 de Marzo de 1978, se habían 

aportado 35'523,622D dolares de la siguiente manera: 

$ 34'004,025. 

$ 900,900. 

$ 618,697. 

por sesenta países. 

por la Comunidad Econ6mica -

Europea 

por fuen·tes no gubernamentales 

(55) • 
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IX. DIFERENTES ACTIVIDADES DE LOS DIVERSOS PERIODOS GU -

BERNAMENTALES . 

En este capítulo, trataremos de hacer notar si no to­

dos los períodos presidencialistas en nuestra historia sí 

los más importantes con relación al asilo político. 

Es así como empezaremos con el gobierno de Benito - -

Juárez, en el cual dado los conflictos políticos de su -­

tiempo, decretó a la terminación de estos una Amnistía a 

reos que hubieran cometido los delitos de traición, sedi­

ción, conspiración y demás delitos políticos.. Esta gra­

cia fué realizada el 13 de Octubre de 1870. 

El 27 de Julio de 1872, es publicada la "Ley de Amnis 

tía", por Sebastian Lerdo de Tejada. 

Es en 1908, durante el gobierno del General Porfirio_ 

Díaz, cuando se expide la primera ley que regula la entra 

da de los extranjeros al país y que lleva el nombre de -­

"Ley de Migración", publicada el 22 de Diciembre de 1908 . 

• Esta norma derogó al artículo 49 del Código Sanitario y -

es de hacer notar que su contenido refleja la preocupación 

primordial del gobierno de evitar la propagación de enfeE 

medades contagiosas. La ausencia de antecedentes del asi 

lo, provocó que ésta no fuera mencionada, además que las_ 

condiciones políticas de la época en poco diferían de las 

que imperaban c~ando se promulgó la Constitución de 1857. 

Hubo un caso célebre en este período, el de ex presi­

dente de Nicaragua Celaya, en que el gobierno de Díaz no 

solo acogió en territorio mexicano sino que envió una - -

unidad de flota de guerra a traerlo de su país a nuestro 
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territorio. Este gesto de M~xico provoc6 la inconformi-­

dad de los Estados Unidos, incluso se hablaba que esta si 

tuaci6n habta sido uno de los motivos por el cual el go-­

bierno norteamericano no solamente retiré) su amistad a -­

Porfirio Díaz sino que se incliné) por la Revoluci6n. 

El Presidente de la República, en su informe ante el_ 

Congreso del 10 de Abril de 1910, tuv6 que referirse a e~ 

te asunto, lo que demuestra que si hubo problemas y sost:t:_ 

vo que el proceder de M~xico en nada se oponía al Derecho 

de Gentes Universalmente aceptado. Claro en nada se opo­

nía en cuanto el Presidente Celaya haya llegado a nuestro 

país, pero el mandar un navío de guerra a traerlo era di­

ferente. Lo que era indudable es que Estados Unidos no -

tenía porqu~ considerarse agraviado, en Gltimo caso era -

Nicaragua la que debi6 haber apelado. (56). 

Francisco I. Madero, al igual que Juárez y Lerdo de -

Tejada, en su informe de Gobierno del 16 de Septiembre de 

1912, dada la crisis interna que imperaba, facult6 a los 

jefes de las armas en todo el territorio nacional a con­

ceder amnistías a los rebeldes. (57). 

En el corto período de Victoriano Huerta su política_ 

en materia Internacional la distrajo a la reapertura de -

relaciones con el exterior. 

Cabe hacer notar que el Presidente de los Estados Uni 

dos, Wilson, en 1913-1914, rehus6 reconocer a Huerta como 

Presidente de M~xico por considerarlo como un usurpador -

apoyado en una dictadura militar. 
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En el período de Venustiano Carranza, México delimita 

el principio de No Intervenci6n en los asuntos internos -

de otros estados. 

En su informe del lo. de Septiembre de 1918, estable­

ce los principios básicos de la política internacional de 

México y son: 

- Todos los países son iguales; deben respetar_ 

mutuamente y escrupulosamente sus institucio­

nes, sus leyes y soberanía. 

Ningan país debe intervenir en ninguna forma 

y por ningan motivo en los asuntos interiores 

de otro: todos deben someterse extrictamente 

y sin excepciones, al principio universal de 

No Intervenci6n. (58). 

En el informe Presidencial del lo. de Septiembre de -

1920, el Presidente Adolfo de la Huerta, informa las pri­

~eras extradiciones entre México y los Estados Unidos. 

En el afio de 1926, se publica la "Ley de Migraci6n" -

en el D~ario Oficial, siendo Presidente de la República -

el General Plutarco El!as Calles. Esta Ley menciona en -

su articulo 29: 

Art. 29.- No podrán internarse en la República 

y por consiguiente seran rechazados los extranjeros com-­

prendidos en los casos siguientes: 

Fracc. IV.- Los pr6fugos de la justicia, los -
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q~e hubieran sido condenados y no hayan cumplido su conde-

na y los ~Je sean perseguidOs por delitos que conforme a -

las leyes mexicanas o las del país donde hayan delinquido_ 

debieran castigarse con pena corporal de más de dos años,_ 

coneKoepci6n de los delitos políticos. 

Nuevamente es omitido en forma expresa lo relativo a -

los asilados, pero al menos se logra un avance al ~ermi-­

tirse la entrada a los que por motivos políticos fueran -­

perseguidos. Como complemento de esta gestión presidencial 

se expulsaron a doscientos seis extranjeros del país. 

Durante las gestiones del Ingeniero Pascual Ortíz Ru-­

bio, se publica en el Diario Oficial de fecha 30 de Agosto 

de 1930, una Nueva Ley de Migración de los Estados Unidos_ 

Mexicanos. En ese ordenamiento crea el Consejo Consultivo 

de Migraci6n, 6rgano rector de la política demográfica del 

país. Esta ley lo mismo que la anterior, no menciona para 

nada el derecho de asilo. 

Es de hacer notar que México había suscrito en 1928, -

la Convenci6n de Asilo en la Habana, y que de acuerdo con_ 

nue~tra Constituci6n esta tiene fuerza de ley. La ausen-­

cia por lo tanto de una referencia expresa sobre esta mate 

ria es inexplicable. 

Al igual que las leyes anteriores se acepta a los de-­

lincuentes políticos, pero no especifica la calidad migra­

toria durante su estancia en el país. En el Artículo 47 -

de esta ley estipula: 
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Art. 47.- Son requisitos indispensables para en­

trar al país: 

;f.· 

I~I.- No tener impedimento alguno de los siguie~ 

tes: 
b).- Haber cometido en el extranjero un hecho que 

conforme a nuestras leyes, se considere delictuoso y mere~ 

ca pena corporal mayor de dos años de prisi6n a no ser que 

se trate de delitos políticos o se demuestre que se ha ex­

tinguido la acci6n penal o la pena en su caso. 

El Consejo Consultivo de Migraci6n se integr6 por repEe 

sentantes de Secretaría y Departamento de Estado, se esta­

bleci6 el impuesto de migraci6n que recae sobre todos los 

inmigrantes mayores de seis años; se cre6 el Registro de -

Extranjeros en toda la Rep~blica para mejor control de es­

tancia legal y entrada de los mismos al país. Se acord6 -

exigir a todo extranjero un dep6sito de repatriaci6n, que_ 

debe constituir al entrar a la República, por una cantidad 

que garantice los gastos de regreso. 

En el año de 1931, M~ico ingresa a las Ligas de las -

Naciones. 

En 1933, estando al frente del gobierno Abelardo L. -­

Rodríguez, se suscribid la Convenci6n celebrada en Montevi 

deo sobre asilo Político, lo que testimoniaba el respeto -

por esta instit:uci6n. Poca informaci6n hay sobre casos 

de asilo en aquella ~poca, tal vez sería porque tomaba 

paulatinamente vigencia en este continente. 



- 65 -

El Periodo presidencial de Lázaro Cardenas se distin-­

guió por la postura de simpatía y respeto hacia el asilo. 

Es por esto que expondremos a continuación algunas conside 

raciones sobre este tema durante su mandato. 

En el informe Presidencial del año de 1935, expuso de_ 

una manera inteligente que el otorgamiento del asilo no -­

quiere decir que viole el principio de "No Intervención". 

"A fin de mantener la autoridad moral de M~xico, nues­

tros representantes en el extranjero tienen instrucciones_ 

determinantes para que se aparten de los asuntos internos 

de los paises en que estan acreditados~ (59). 

"En acatamiento de nuestro~ deberes de amistad y neu--­

tralidad con los demás pueblos, se ha procurado asf mismo, 

que nuestro país no sea campo de actividades en contra de 

otros gobiernos, pero sin que ello signifique que México • 

deje de ser un desinteresado asilo para refugiados políti­

cos en determinadas situaciones". (60). 

El 29 de Agosto de 1936, expide la primera Ley de Po-­

blación en el Distrito Federal. Esta Ley creó la Direc- -

ció~ General de Población dependiente de la Secretaria de 

Gobernación, facultandola para atender lo relativo a Demo­

grafía, Migración y Turismo, en esta ley por vez primera -

el Derecho de Asilo fué regulado asen·tandose en el artícu­

lo 58: 

Art. 58.- Los extranjeros que vengan de su país_ 

huyendo de persecuciones políticas, será admitidos.por las 

autoridades de migración, previa identificación con carác-
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ter provisional con obligaci6n de permanecer en el puerto_ 

de entrada mientras resuelva cada caso la Secretaría de Go 

bernaci6n a la cual se le comunicará inmediatamente. 

Con motivo de la Guerra Civil Española que tuvo lugar_ 

en los años 1936-1939, miles de españoles abandonaron su -

país huyendo de las persecusiones políticas y de los horr~ 

res de la guerra. Gran ndmero de ellos de transladaron a 

Francia, donde fueron encerrados en campos de concentraci6n. 

En estos lugares tenían prácticamente calidad de presos. -

Ante esta situaci6n, el gobierno del Genera\Cárdenas, gi­

r6 instrucciones para que se tramitara el traslado a M~xi­

co de los españoles que así lo desearan. 

El 9 de Abril de 1939, el entonces Secretario de Gobe~ 

naci6n Licenciado Ignacio García Tellez, comunicaba lo si­

guiente: 

"Con profundo deber de humanidad, M~xico ha brin 

dado asilo a los extranjeros que buscaban seguridades para 

su vida y ambiente de libertad a sus ideas y actividades -

honestas, consecuente con su política internacional con -­

respeto a los r~gimenes legalmente constituidos y de adhe­

si6n a las causas que represen·tan la redenci6n de los tra­

bajadores, nuestro gobierno interpretando a su pueblo ha -

brindado su contingente material y moral a la España dem6-

crata que supo derrocar a la monarquía representativa de -

los privilegios, de las castas y del espíritu de domina- -

ci6n que impidi6 por mucho tiempo la estrecha vinculaci6n 

de la madre España con las repúblicas hispanoamericanasn. 

(61} • 
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"Si imposible es permanecer indiferente ante las tra­

gedias de los paises hermanos, peligroso y aún más culpa­

ble es el aislamiento y neutralidad de las democracias -­

mantenedoras de la justicia social ante la audaz agresi6n 

de las autocracias expansionistas que han formado, como -

antaño una alianza conservadora y escogido el territorio_ 

español para romper el e~~ilibrio europeo y eonsolidar ~~ 

las fuerzas reaccionarias de explotaci6n universal". (62). 

"En esta hora de cruenta lucha contra la invasión ar­

mada que amenaza gravemente la soberanfa de España, Méxi­

co se siente obligado, por su tradici6n racial y cultural 

a acoger los reales republicanos quienes encontraran en -

nuestro suelo el refugio que amhelan y, cambiando las ar­

mas de combate por los intrumehtos de labranza, ayuden a_ 

fructificar nuestras tierras indentificandose con el es-­

fuerzo productivo de los campesinos de la revoluci6n."{63). 

"Preferente acogida tendrán también los destacados pr~ 

fesionales, los obreros de alto tipo técnico y los especi~ 

listas de diferentes ramas del saber que expulsados de los 

centros de investigación y de trabajo, vengan a aportar su 

experiencia y conocimiento al estudio y aprovechamiento de 

nuestros recursos naturales y a la progresiva transforma-­

ci6n de la agricultura y de la industria". (64). 

Un año después ante la inminente llegada de los prime­

ros asilados, el COnsejo Consultivo de Población después -

de varias sesiones proponfa dictar las medidas necesarias 

para la salida, habitación, alimentación y demás condicio-

nes para otorgar trabajo in.mediato, es·to era encaminado a 
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organizar la cooperación de las asociaciones de los traba-. 

jadores y de las autoridades locales para el máximo de - -

oportunidades de trabajo y de asimilaci6n de refugiados: -

reglamentación de las actividades iniciales y definitivas_ 

de los asilados; organización administrativa de los medios 

de identificación y control de estos. Se debería tener --

preferencia por los qüe tuvieran familiares en México, los 

intelectuales de alto valor, así como los procedent~s de -

las regiones agrícolas españolas, que reunan condiciones -

de aclimatarse en las zonas de cultivos tropicales en el -

mismo litoral. 

LLegaron a nuestro país los primeros asilados organiz~ 

dos por el "Comité Britanico de Ayuda a España". Colabora 

ron posteriormente en esta tarea el "Comité Unido de Ayuda 

Estadounidense a la causa de los Refugiados Españoles", y 

diferentes organizaciones. 

En la Ciudad de México se instalaron dormitorios y co­

medores para este contingente, incluso para este ffn se -­

•instalo la "Casa del Agrari~ta". Se les distribuyó en di­

versas partes de la República a fin de que colonizaran tie 

rras y ayudaran a la mejoría de industrias mexicanas. 

Hay que hacer notar que este contingente fundaron y --

sostuvieron algunas industrias de importancia, sin que el 

gobierno haya intervenido en su financiación; ni en el ma­

nejo de fondos administrativos por sus asociaciones respe~ 

tivas. 

Para el 30 de Octubre de 1940, el Jefe del Departamen­

to de I-ligración, de la Dirección General de Población in--
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formaba que había ingresado al país quince mil refugiados . . 

españoles, se tuvo que recurrir a la ayuda de diversas 

como la Junta de Auxilio para Refugiados Españoles -

(J.A.R.E.), quien se hacia cargo de parte de los gastos 

de traslado de estos a México. 

En su informe presidencial, el General Lázaro Cárdenas 

expone la política a seguir para los refugiados que acogió 

y exhortando ál respeto de las leyes mexicanas a cambio del 

amparo que nuestra Constitución otorga a sus habitantes. 

"De la severidad de la_República contra extravíos tales 

es necesario deja-r constancia categórica para propios y ex 

traños. El Gobierno ha hecho culto civil del respeto a la 

vida de sus ciudadanos. Exige por tanto todos los que se_ 

encuentran bajo su autoridad que acaten plenamente este -­

principio de consideración humana, con apercibimiento de -

las más graves sanciones de la ley. Y, en igual condici6n 

han de ser defendidos todos aquellos que en territorio me­

xicano buscaron asilo político, el amparo de respeto que -

el gobierno guarda al refugiado y en raz6n también a la -­

disposici6n favorable que mantienen hacia sanas corrientes 

de inmigraci6n" (65). 

En ese mismo año de 1940, el Presidente promulga una -

Ley de Amnistía. 

Durante este sexenio fué asilado entre o·tras grandes -

personalidades en la política mundial Leon Trotsky en 1939. 

El 8 de Febrero de 1941, siendo Presidente de la Repú­

blica Manuel Avila Camacho, apareci6 publicado en el-Diario 
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oficial de la Federaci6n el "Acuerdo que regirá la políti-. 

ca en favor de los refugiados españoles", donde se estip~ 

laban la necesidad de que la Junta de Auxilio, organismo -

fundado por la Comisi6n Permanente de las Cortes Españolas, 

reunidas en territorio extranjero se transforme en un org~ 

nismo que funcione de acuerdo a las leyes mexicanas. As! 

rnfsmo se fijaban una serie de requisitos para el ingreso -

de los asilados tales como: 

Art. II Fracc. b) .- Aan cuando es de suponerse_ 

que no será posible realizar una rigurosa se¡ecci6n de los 

refugiados para satisfacer las necesidades del país, desde 

el punto de vista demográfico, la propia legislaci6n proc~ 

rará a excepci6n de hombres de ciencia de mérito y de per­

sonas que en verdad, de no ser aceptadas en México, se vie 

ran expuestas a peligros irreparables. 

Fracc. d) .-:-Dese preferencia a los embarques de_ 

agricultores sobre todo a los de cultivo especializados -
a los pescadores en primer térm.ino a los peritos - en la 

qndustría empacadora, a los artesanos y a los trabajadores 

calificados, etc. 

Fracc. d) inciso 2.- "Deben ser preferidos los_ 

solicitantes de refugio que tengan familiares en México, -

los nacleos de familia que cuenten con miembros solteros -

de uno u otro saxo en edad adulta y con capacidad de vida_ 

útil y los elementos afines a nuestro régimen político de­
mocrático constitucional". 

Corno este acuerdo no fué cumplido por el J.A.R.E., el . -
Presidente de la República, decret6 la Comisi6n encargada_ 

del control, custodia y administraci6n de los bienes de la 
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delegación en M~xico de la Junta de Auxilios. Esta Comi-­
sión tambi~n estaba facultada para: 

Segundo Fracc. d).- Tomar las disposiciones nec~ 
sarias para asegurar los compromisos contraídos para el -­

refugio en nuestro país de los asilados políticos españo-­

les. 

e).- Disponer lo conducente al transporte a te­

rritorio mexicano de los exiliados que en lo futuro se con 

sidere conveniente recibir. 

f).- Determinar el motivo de las manifestacio-­

nes que a titulo de auxilio se hagan a los refugiados. 

g).- Fijar la naturaleza, extensión y ubicación 

de las empresas y centros de trabajo que se establezcan re 

faccione o fomenten entre los refugiados con fondos bajo -

el control de la comisión. 

En el Informe dirigido el lo. de Diciembre de 1942, 

expresó la expulsión de treinta extranjeros. (66). 

En 1943, se integró una comisión encargada de recibir_ 

y atender a setecientos seis asilados polacos que procede~ 

tes de ASIA, se instalaron en Guanajuato. Un año despu~s_ 
se siguió permitiendo la entrada a mas personas con esta -

condición. (67). 

Al término de la Segunda Guerra Mundial, se reformó la 

Ley de Población, y expresó los principios de M~xiqo sobre 

el asilo político. 
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~La terminación del conflicto bélico mundial ha deter­

minado una afluencia considerable en la inmigrac:í.6n extran 

jera hacia M~xico. Para resolver los que ella -
ocasionó se hizo necesario efectuar la reforma total de la 
Ley de Población·~ En favor de los refugiados políticos se 

continuaron sosteniendo los generosos de asilo_ 

y humanitarismo tradicionales en el Estado MexicanoH. (68). 

Durante el sexenio del Licenciado Alemán suce--

dió un caso muy peculiar que por desconocimiento de la for 

ma diplo~tica para notificar el asilo conce~ido, este no 
se concretó. Corresponde al que solicitó Pablo Neruda el 

27 de Enero de 1948, en la de México acreditada -
en Chile, siendo embajador Pedro d,e Alba. 

El Dr. de Alba. facilitó un au~vil de la misi6n -­
diplo~tica para que 9 del Agregado Militar mex! 
cano, el poeta pudie~a abandonar ese Las conll!lecuen­

cias fueron la dete~ción del automóvil, la devoluci6n y e~ 

tancia de la familia Neruda a la de M~xico como -
.hu~spedes del Embajador. El Gobierno Chileno protestó ar­
gumentando que en Chile no existía peligro ni amenaza para 
Neruda, que ~ste podía transitar libr~nte por el interior 
del país, por lo que el Gobierno Chileno no pod!a aceptar 

.. -
la condición de asilado pol!tico que se le pretendía dar. 
Ante estas circunstancias, el Gobierno mexicano no notlfi­

c6 la solici tud.,._de _asilo, y se giraron instruccione¡¡¡¡ al Dr. 
de Alba para que lo comunicara a sus huéspedes y estos 
abandonaran la residencia 

Adolfo Ruíz Cortines con respecto al asilo expresó; 
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"El Derecho de asilo que es orgullo;-de nuestra patria, 

se vi6 sujeto a pruebas de las cuales sigui6 inclume, con_ 

reconocimiento general tanto interior como exterior. (69). 

Adolfo L6pez Mateas, bas6 la doctrina mexicana en los 

siguientes principios: 

"Respeto mutuo, cooperaci6n, paz con justicia, no in-­

tervenci6n, respe·to a los derechos humanos y ejercicio de 

la democracia representativa." (70) •. 

Durante este sexenio se asilaron 363 personas. (71). 

Los dos sexenios siguientes, han sido las administra-­

ciones con más contradicciones en la política nacional de 

la internacional en relaci6n con el respeto de los Dere--­

chos Humanos. Durante el mandato de Gustavo Díaz Ordaz y_ 

de Luis Echeverrfa Alvarez, ~esponsables de los asesinatos 

del 2 de Octubre de 1968 y 10 de Junio de 1971, opacaría -

una tradici6n que se promulgaba en el mundo en pro de la -

defensa de los Derechos Humanos. 

De que serviría que se brindase asilo político a tan -

numerosas gentes, si dentro del país se cometían asesina-­

tos, desapariciones, torturas, etc., a personas que disceE 

nían con la política del Gobierno por aquellos años. 

Ciertamente es en el sexenio 70-76, cuando el Preside~ 

te de México, fué puesto en entredicho por el Jefe del Go­

bierno Español al constestar las declaraciones que nuestro 

primer Mandatario había realizado en el sentido de _conde--
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nar los asesinatos que se practicaron ena;ruel país europeo_. 

La constestaci6n de Francisco Franco fué la exhortaci6n de 

no inmiscuirse en los asuntos internos, puesto que España_ 

nunca llam6 a rendir cuentas al Mandatario Mexicano por 

los acontecimientos que lineas arriba nos referimos. 

Al término de este sexenio que se caracteriz6 por las_ 

constantes contradicciones tanto en lo político como en lo 

econ6mico, y, como consecuencia de ésto dej6 al pafs en la 

peor de las catástrofes en lo que va de la historia de es­

te pafs, se inicia un nuevo perfodo gubernam~ntal en la -­

que tiene como primera tarea reivindicar la imagen del go­

bierno ante sus nacionales. 

uno de los planes que el Presidente emprendi6 es la -­

"Reforma Política", en la cual abre la posibilidad a nue-­

vos partidos que intervengan en la política nacional. Con 

esta disposici6n sale de la clandestinidad, organizaciones 

que por muchos años.se les había negado este derecho por­

obstrucciones que la misma ley imponía. 

Para la realizaci6n de este reforma, se tomaron consi­

deraciones de personalidades que representan a nuevos par­

tidos de oposici6n. En esta audiencias se planteaba, en -

el año de 1977, la necesidad de una "Ley de Amnistía Gene­

ral", que abarcara a todos los presos, proéesados y perse­

guidos por rnoti~os políticos. 

No fué sino en el Informe Presidencial del lo. de Sep­

tiembre de 1978, cuando decret6 el Primer Mandatario esta 

Ley que debiera de beneficiar a cientos de personas. 
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Los acontecimientos revolucionarios en Nicaragua, obl! 

g6 al Presidente José López Portillo romper relaciones di-

plom~ticas yüe sosteníamos con el Gobierno de aquel país. 

Se dijo entonces que esta acci6n violaba el principio_ 

de "No Intervenci6n". Realmente si tomamos la hip6tesis -

de que la injerencia en la política represiva interna al(_ un 

Estado extranjero es violar esta regla, correcta es la - -

afirmación hecha,· pero de no haberse tomado esta acción, -

implicaría solapar asesinos que se valen de la fuerza de -

las armas para realizar genocidios. 

Con este aislamiento diplomático, que adem~s siguió el 

ejemplo otros países y con el resultado de la Comisión In­

ternacional de Derechos Humanos, aceleraron el derrocamie~ 

to de uno de los peores gobiernos que ha registrado la hi~ 

toria. 

A continuación transcribimos parte del mensaje que el_ 

Presidente de México dirigió a las Naciones del mundo el -

día lo. de Octubre de 1979. Con esto apreciaremos la pol! 

tica nacional e internacional en que se basa el presente -

régimen. 

"Ratificamos, una vez más, la tesis de autodetermina--

ci6n de los pueblos, soluci6n pacífica de las controver- -

sias, no intervención en los asuntos internos y la necesi­

dad de avanzar más firmemente, en el establecimiento por -

la vía de la solidaridad internacional de los derechos y -

obligaciones económicas que ordenen este mundo". México -

por el principio de "No -Intervención;;, no admite enclaves 



- 76 -

militares en ningún territorio del mundo". (72). 

11 Latinowuérica recobra su paso luchando en pro, luchan 

do contra sus demonios interiores y venciéndolos en Nicara 

gua, se acab6 la caricatura somocista, luchando en Panamá_ 

contra los enclaves coloniales, se esta acabando el colo-­

nialismo en América. Y luchando también en favor de las -

grandes causas de la humanidad, aquella que como banqera -­

del pueblo de .r.téxico llevamos a las Naciones Unidas." (73). 

"De poco serviría combatir la intervención y las pre-­

siones extranjeras, si en nuestra propiasnaciones aumenta_ 

la desuni6n, la represi6n, la pobreza y las desigualdades" . 

(74). 

"Salir adelante implica, necesariamente, superar nues­

tras propias contradicciones para ser lo que cada uno so-­

mos y lo que juntos queremos ser". (75). 

Es de hacer notar, que durante la Revoluci6n Nicara- -

~ense, el Gobierno Mexicano cumpli6 una vez más con el no 

ble compromiso que hemos constraído con respecto al asilo. 

TaffiQién y por último, debemos mencionar que este régi­

men ha sentido la necesidad imperiosa diríamos, de adminis 

trar la incorporaci6n de los asilados en México a la vida 

econ6mica de pa.i;.s al crear la "Comisi6n Mexicana de Ayuda_ 

a Refugiados", publicada en el Diario Oficial del martes-

22 de Julio de 1980. Posteriormente será analizada. 
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X.- LEGISLACION MEXICANA EN MATERIA DE ASILO. 

La tradici6n mexicana podemos decir, ha sido siempre fa­

vorable a la protecci6n de los perseguidos políticos extranj~ 

ros¡ consecuencia l6gica como que muchos de nuestros pr6ceres 

a través de nuestra historia encontraron asilo en países her­

manos de América. 

Antes del presente siglo, es difícil encontrar antecedeg 

tes del derecho de asilo en México a nivel internacion-al; es­

to se debe que nuestro país acababa de conquistar su indepen­

dencia política y estaba en proceso de consolidaci6n interna, 

lo que en el ámbito de su política internacion~l se reflejaba 

entre otros aspectos la actividad de sus miembros en el servi 

cio exterior, quienes pocas posibilidades tenían de proteger 

a los perseguidos políticos que así lo solicitaren. Si a es­

to agregamos que no solo el asilo diplomático era poco proba­

ble, sino que en las mismas condiciones se hallaba el territo 

rial, puesto que las fronteras no contaba con la suficiente -

vigilancia como para evitar la entrada de extranjeros al te-­

rritorio nacional y menos para conocer su estancia en el país. 

En México primero se legisla en materia de extradici6n, 

y no es sino en el año de 1857, en la Constituci6n Política­

donde encontramos una referencia sobre el tema que en su ~ 

artículo 15 a la letra dice: 

"No se celebraran tratados para la extradici6n de reos -

políticos, ni para aquellos delincuentes del orden coman que 

hallan tenido en el lugar donde cometieron el delito la condi 

ci6n de esclavos, ni convenios o tratados en virtud de los -­

que se alteren las garantías y derechos que esa Constituci6n 

otorga al hombre y ciudadano". 
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La disposici6n que acabarnos de transcribir al igual que 

el artículo 15 de nuestra Constituci6n en vigor, en nada ha 

cambiado su tradici6n en cuanto al asilo corresponde. 

Es importante señalar que en este articulo menciona la 

palabra "reo" y "delincuente" y creemos oportuno es·tablecer 

la diferencia entre estos dos conceptos. Para el primero se­

rá aquella persona acusada de un delito. Para el segundo se 

le considera al individuo no solo sujeto de un delito dado -

en cuanto interviene a su ejecuci6n, sino además a todo hom­

bre dotado de psicología morbosa de cuya aptitud para delin­

quir ha dado muestra en el delito. (76). 

Ahora bien, debemos recordar en síntesis lo que es un -

delito político. Ya anteriorme~te en el cap~tulo III de es­

te trabajo esbozamos de una manera general la evoluci6n y -­

las diferentes acepciones acerca de este concepto, pero si -

debemos mencionar que la doc·trina está de acuerdo en que el 

delito político es aquella acci6n encaminada contra un régi­

men político establecido. Por lo tanto un reo político será 

aquella persona acusada de una acci6n antijurídica así consi 

derada por el derecho positivo del Estado territorial en el 

que se cometi6 el acto, pero amparado por nuestra Carta Mag­

na por llevar una subjetividad en pro de la emancipaci6n de 

las dictaduras apoyadas por el terrorismo de las fuerzas ar­

madas. 

La Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexica-­

nos faculta al Presidente de la República para dirigir las -

negociaciones diplomáticas y celebrar tratados con las po·te~ 

cias extranjeras sometiéndolos a la ratificaci6n del Congre­

so Federal (artículo 89 Frac. X). 

Esto es, nuestro país, en el ámbito international.ha ce 
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lebrada convenciones sobre asilo político, pero tan solo la 

Co~venci6n sobre asilo Territorial celebrada en Caracas en -

1g54, por ir contra lo dispuesto en el articulo ll de nues-~ 

tra Constituci6n no fué ratificada. 

La ratificaci6n de las Convenciones, es el requisito fo~ 

mal para elevarlas a rango constitucional. (Art. 133 Const.) 

Las Secretarías y Departamentos de Estado, como integra~ 

tes del Poder Ejecutivo, algunas de ellas estan facultadas -

para regular la internaci6n de los extranjeros al país, así 

como la estancia y la incorporaci6n a la vida econ6mica de -

nuestra sociedad. 

La "Ley Orgánica de la Administraci6n Ptiblica Federal" -

publicada el 22 de Diciembre de 1976, y que entr6 en vigor -

el lo. de Enero de 1977, faculta a la Secretaría de Goberna­

ci6n la conducci6n de la política demográfica del país a tr~ 

vés de la "Ley General de Poblaci6n" y su Reglamento. (Art. 

27 Fracc. XXV. L.O.A.P.F.). 

A la Secretaría de Relaciones Exteriores, le corresponde 

1~ conducci6n de las relaciones exteriores y por tanto inter 

venir en la. celebraci6n de toda clase de Tratados. Acuerdos 

y Convenciones. (Art. 28 Fracc. I, L.O.A.P.F.), dirigir el­

servicio ·~xterior en sus aspectos diplomático y consular en 

los términos de la "Ley del Servicio Exterior Mexicano", u -.l 

por conducto de los agentes del mismo servicio velar en el -

extranjero por ef-buen nombre de México, impartir protecci6n 

a los mexicanos (Fracc. II). 

Por cuanto a la ex·tradición de los reos del orden comdn, 

la Secretaría de Relaciones Exteriores, intervie!le por con--
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dueto del Procurador General de la Repdblica conforme a la -

Ley o a los Tratados (Fracc. XI de la Ley Orgánica), esta i~ 

tervenci6n consiste que siendo el Procurador el representan.:. 

te de la sociedad, promueve ante el Poder Judicial, en este 

caso ante el Juez de Distrito en ma·t.eria penal el procedí- -

miento legal. (Art. 2. Fracc. VIII de la Ley de la Procuradu 

r! General, por cuan·to se refiere a las facultades del Proc.!!_ 

radar General de la Repdblica. Art. 41 Fracc. II de la Ley­

Orgánica del Poder Judicial Federal en cuanto a la competen­

cia del Juzgado de Distrito. 

De una manera breve explicaremos el procedimiento de ex­

tradici6n en México. 

La extradici6n, debemos definirla como el acto de entre­

ga de un individuo acusado o convicto de un delito cometido 

dentro del territorio del Estado reclamante, competente para 

juzgarlo y que ha sido reclamado al Estado donde ha encontra 

do refugio. 

En la extradici6n, debemos distinguir dos aspectos el Es 

tado requiriente (E}ttradici6n activa) y Estado requerido (ex . . -
tradici6n pasiva) • 

En la "Ley de Extradici6n Internacional", publicada en­

el Diari6.0ficial de la Federaci6n, el 29 de Diciembre de 

1975, establece el procedimiento para llevarla a efecto. 

En el articufo 36. de esta ley, establece las caracterí~ 

ticas necesarias para solicitar ],a extradic.i6n que el Gobief. 

no Mexicano requiera de un Gobierno extranjero. (extradici6n 

activa). Estas características consisten en que la persona 

por la cual se es'ca requiriendo la entrega haya hu.fdo de un 
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proeeso penal como presunto responsable de un delito, o que 

sea il1'tencional así previsto en la Ley Penal _r,'!.exicana, puni­

ble con pena de prisi6n cuyo término medio aritmético por lo 

menos sea de un año. 

Los requisito de forma que deberá contener la petici6n -

formal de extradici6n, consiste en: 

A)~- La expresión del delito por el que se pide la extr~ 

dici6n. 

B).- La prueba de la existencia del cuerpo del delito y_ 

la problable responsabilidad del reclamado. Cuando el indi­

viduo haya sido condenado por los tribunales del Estado soli 

citante, bastar~ acompañar copia auténtica de la sentencia -

ejecutoriada; 

C) .- Las manifestaciones a que se refiere el art. 10 en_ 

casos en que no exista tratado de extradici6n con el Estado 

solicitante. 

D) .- La reproducci6n del texto de los preceptos de la -­

Ley del Estado solicitante que defina el delito y determinen 

la pena, los que se refieran a la prescripci6n de la acci6n 

y de la pena aplicables y la declaraci6n autorizada de su -­

vigencia en la época en que se cometi6 el delito: 

E).- El texto auténtico de la orden de aprehensi6n que -

en su caso, se haya librado en contra del reclamado; y 

F) .- Los datos y antecedentes personales del reclamado 

que permitan su identificaci6n, y siempre que sea posible, 

los conducentes a su localizaci6n. 

Los documentos señalados anteriormente y cualquier otro 

que se presente y estén redactados en idioma extranjerou de­

berán ser acompañados con su traducci6n. 
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De una manera gr~fica exponemos: 

EXTRADICION ACTIVA. 

FASE I FASE II 

PRODURADURIA JUEZ DE DISTRITO 

GENERAL MATERIA PFÑAL 

FASE III FASE IV 

ESTADO 

EXTRANJERO 

FASE I.- El Procurador ·General, intervendr~ en los casos -­

de Extradici6n conforme a la ley o tratados. Esta interven­

ción, consis·te en que promover~ ante el Poder Judicial Fede­

ral, concretamente el Juzgado de Distrito en materia penal, 

gire esta la orden de aprehens\6n o la comparecencia del 6 -

de los presuntos responsables que han hu!do del país. 

FASE II.- El Juez de Distrito, en base a los antecedentes -­

que se les proporcione, dictar~ la orden de aprehensi6n del 

o de los presuntos responsables. 

FASE III.- una vez girada esta orden de aprehensi6n al Juez_ 

de Distrito, turnará el expediente a la Secretaría de Rela-­

ciones Exteriores, para que con las atribuciones que la Ley_ 

Orgánica le señala, haga la petici6n formal de extradición -

al Estado Extranjero. 

FASE IV.- Al recibir el Gobierno Extranjero, la petición h~ 

cha por parte del Gobierno Mexicano, dependerá del Tratado_ 

Internacional sobre la materia de Extradici6n en que ambos 

países sean parte, o a falta de éste, de la Legislaci6n in­

terna del País requerido.· 
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EXTR~DICION PASIVA. 

· Esta situaci6n se presenta cuando un Estado Extranjero,. 

según nuestra legislacidn formula al Estado mexicano la pe­

tici6n de ex·tradici6n. 

Los requisitos formales que deben contener la solici-­

tud de extradici6n, son los que marca el artículo 16 de la 

"Ley de Extradicidn Internacional", ya enunciados en la 

extradici6n activa. 

FASE I FASE II FASE III FASE IV 

ESTADO EXTRANJERO S.R.E. P.G.R. JUEZ DE DISTRITO 

DETENIDO 
JUEZ DE DISTRITO S.R.E. P.G.R. 

SRIA. GOBERNACION 

FASE V. 

EDO. EXTRANJERO 

FASE I.- El estado Extranjero, presenta la peticidn for-­

mal de ex~radicidn a la Secretaría de Relaciones Exterio-• 
res. 

FASE II.-Si la Secretaría de Relaciones Exteriores encuen 

tra procedente la petición, enviará la requisitoria al -­

Procurador General de la República acompañandoel expedie~ 

te. 

FASE III.~ El Procurador General ~e la República, promov~ 

rá ante el Juez de Distrito competente, dicte auto ~rldá~ 

dola cumplir y ordenando la detención del reclamado así -

como en su caso, el secuestro de papeles, dinero u otros 

objetos que se hallen en su poder, relacionados con el de 
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lito imputado o que puedan ser elementos de prueba, cuando -

lo hubiera pedido el Estado solicitante. (Art. 21 de la Ley). 

FASE IV.- Una vez detenido el reclamado, sin demora se le~ 

hará comparecer ante el respectivo Juez de Distrito y éste_ 

le dará a conocer el contenido de la petici6n de la extra-­

dici6n y los documentos que acompañen a la solicitud. 

Durante esta fase del proceso, el reclamado tiene dere­

cho a una defensa ya sea de parte o de oficio, que en este 

último caso será designado por el Juez de Distrito. {Art. -

24 de la Ley) • 

Tiene derecho el reclamado hasta por tre~ d!as a oponer 

excepciones solamente cuando por no estar ajustada la peti­

ci6n de extradici6n a las prescripciones del Tratado aplic~ 

ble o a las normas de la presente ley y, a la de ser distin 

ta persona de cuya extradici6n se pide. 

Para probar esta excepciones, dispondrá el reclamado de 

veinte días {Art. 25 de la Ley). 

El Juez, atendiendo a los datos de la petici6n formal -

de extradici6n, a las circunstancias personales y a la gra­

vedad del delito de que se tra·ta, podrá conceder al reclama­

do si éste lo pide, la libertad bajo fianza en las mismas,,_ 

condiciones en que tendría derecho a ella si el delito se -

hubiere cometido en territorio mexicano. (Art. 26). 

Concluido el término a que se refiere el Artículo 25 -­

o antes si estuvieren desahogadas las actuaciones necesarias, 
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el"Juez de Distrito dentro.de los cinco días siguientes, da 

rá a conocer a la Secretaría de Relaciones Exteriores su 

opini6n jurídica respecto de lo actuado y probado ante éla 

{Art. 28 de la Ley). 

El Juez, remitirá con el expediente su opini6n a la Se­

cretaría de Relaciones Exteriores para que el titular de la 

misma dicte la resoluci6n. El detenido entre tanto, perma­

necerá en el lugar donde se encuentra a disposici6n de esa 

dependencia. (Art. 29 de la Ley). 

FASE V.- La Secretaría de Relaciones Exteriores, en vista -

del expediente y de la opini6n del Juez, dentro de los vei~ 

te días siguientes resolverá si concede o rehusa la extradi 

ci6n. 

Si la decisión fuere en el sentido de rehusar la extra­

dici6n, se ordenará q~e el reclamado sea puesto inmediata-­

mente en libertad. {Art. 31 de la Ley). 

En todos los casos, si la resolución fuera en el senti­

do de conceder la extradición, ésta se notificará al recla­

mado (Art. 32 de la Ley). 

Transcurrido en término de ley sin que el reclamado o -

su representante haya interpuesto demanda de amparo o nega­

·ao éste, la Secr~tarta de Relaciones Exteriores, comunicará 

al Estado solicitante el Acuerdo favorable a la extradición 

y ordenará que se le entregue al "preso. (Art. 33 de la Ley). 

La entrega del reclamado, previo aviso a la Secretaría 

de Gobernación, se efectuará por la Procuraduría General de 
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la República al personal autorizado por el Estado que obtu­

vo la extradici6n, en el puerto fronterizo o en su caso a -

bordo de la aeronave en que deba viajar el extraditado. 

La intervenci6n de las autoridades mexicanas cesará, en 

este último caso, en el momento en que la aeronave esté lis 

tapara emprender el vuelo. (Art. 34 de la Ley). 

Con esta breve exposici6n sobre la Extradici6n en Méxi­

co proseguimos a analizar nuestra legislaci6n nacional en -

materia de asilo. 

La Ley General de Poblaci6n, señala en su artículo 35, 

la admisi6n provisional de los asilados en lqs puertos de -

entrada al país, mientras la Secretaría de Gobernaci6n re-­

suelve cada caso, esto quiere decir que en uso de la facul­

tad discrecional que la Ley le otorga, estudiará la conve­

nienciade que el asilado ingrese al territorio nacional o -­

sea que dependerá de la ideología que en todo caso no sea -

contraria a la política gubernamental mexicana y por conse­

cuencia no haya peligro de alterar la paz pública. 

Prosperada la internaci6n del asilado, adquiere la cal! 

dad de No Inmigrante. Esta categoría se le da al extranje­

ro que se interna al país temporalmente. Así mismo la ca­

racterística de Asilado Político se otorga a la persona que 

abandona su naci6n para proteger su libertad o su vida de -

persecuciones políticas en su país de origen. (Püt. 42 Frac. 

V de la Ley). 

De las restricciones y prohibiciones que la Ley·y el --
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Reglamento hacen menci6n acerca de los asilados, está la -­

negativa de cambiar la calidad migratoria, o sea la obten--

ci6n de Ir~igrado. (Art. 11 B" Frac. V del Reglame~ 

to) salvo que el Congreso de la Uni6n es el único facultado 

de renovarlo (Art. 73 Frac. h~I Constitucional). 

La Ley General de Poblaci6n, contempla en su artículo -

107, una situaci6n muy particular como lo es la imposici6n 

de sanciones a los extranjeros y nacionales que contraigan_ 

matrimonio entre si, solo con el objeto de que puedan los -

extranjeros radicar en el país acogiendose a ~os beneficios 

que la ley establece para estos casos. 

En principio el beneficio a que hace menci6n la Ley es_ 

la nacionalizaci6n por medio de la naturalizaci6n privile-­

giada, que una vez ya obtenida los derechos o privilegios -

serán exactamente los mismos a los mexicanos por nacimiento 

con e~epci6n de algun~s derechos políticos de elecci6n pop~ 

lar. 

Por cuanto a la Legislaci6n laboral se refiere en rela­

ci6n a los extranjeros, el Artículo 123 Constitucional en -

sus apartados "A" y "B", establecen para el primero en el 

Art. 7o. __ de la "Ley Federal del Trabajo", que pueden al no_ 

haber especialistas mexicanos disponibles, ser empleados -

temporalmente en empresas y establecimientos, en proporci6n 

de que no exceda.,._!iel 10% de la especialidad. 

El Artículo 9o. de la "Ley Federal del Trabajo Burocrá­

tico", establece que los trabajadores de base, deberán ser_ 

de nacionalidad mexicana, y solo podrán ser substituidos -­

por extranjeros, cuando no existan mexicanos que no puedan_ 
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desarrollar el servicio respectivo. ·La sustituci6n, ·será -

decidida por el ti·tular de la dependencia oyendo al Sindica 

to. 

Si bien es cierto, como lo vimos en el Art. 7o. de la -

Ley Federal del Trabajo, donde limita en un 10% la contrata 

ci6n de personal _extranjero, en el Convenio Colectivo de --

Trabajo de la U.N.A.M., en su capitulo I Cladsula VII, est~ 

blece que todos los trabajadores de esta Instituci6n, debe­

rán ser de nacionalidad mexicana y solo provisionalmente se 

utilizarán los servicios de extranjeros, cuando no existan_ 

mexicanos que no puedan desarrollar las actividades de que 

se trata. El limite de extranjeros será del 5% del total -

de sus trabajadores, salvo el caso de asilados políticos --
. . 

podrá aumentar el porcentaje con acuerdo anticipado al res-

pecto entre la U.N.A.M. y el Sindicato. 

Por último, el Gobierno Federal, contempl6 la necesidad 

de regular de una forma coordinada la incorporaci6n de los 

asilados a nuestra sociedad, por el tiempo que dure la de -

éstos en México. 

En consecuencia se cre6 "La Comisi6n de Ayuda a los Re­

fugiados", la cual está integrada por el titular de la Se-­

cretaría de Gobernaci6n, quien tendrá el carácter de Presi­

dente y un representante de la Secretaría de Relac~ones 

Exteriores y de Trabajo y Previsi6n Social, las cuales ten­

drán las siguientes funciones: 

I.- Estudiar las necesidades de los refugiados_ 

extranjeros en el terri·toric nacional o 
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II.- Proponer las relaciones e intercambios con 

organismos internacionales creados para ayudar a los refu--

giadoS~ 

III.- Aprobar los proyectos de ayuda a los re-­

fugiados en el país. 

IV.- Buscar soluciones permanentes a los probl~ 

mas de los refugiados. 

V.- Expedir su reglamentG interior. 

Por último, en el capítulo tercero "Sobre extranjeros", 

el Art. 33 Constitucional consagra una facultad discrecio-­

nal al Ejecutivo de hacer abandonar el pafs sin previo juicio 

al extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente, a la 

vez que se le prohibe completamente inmiscuirse en los asun 

tos políticos de nuestro país. 

Está facultad a que hemos hecho mención, se realiza a -

través de la Secretaría de Gobernación de conformidad con -. 
el artículo 27 Frac. VI "De la Ley Orgánica de la Adminis--

tración Pública Federal". 
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XI.- LEGISLACION INTERNACIONAL EN MATERIA DE ASILO. 

En este último capítulo de esta tésis, se tratarán dos_ 

cuestiones fundamentales en relación al asilo; esto es, de­

bemos dejar asentado la diferencia que existe entre las peE 

sanas llamadas "Refugiados de los Asilados Polfticos". 

Para· este fin, analizaremos de una manera breve la le-­

gislación internacional que sobre estas cuestiones se han -

realizado. 

REFUGIJIJJOS : 

El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, -

por encargo de la ASAMBLEA GENERAL, reunida en Londres en -

el año de 1946, decidió crear la International Refuges Org~ 

nitation (I.R.O.). 

La primera cuestión que se planteó en este organismo na 

ciente, era decidir lo que debía entenderse por Refugiado. 

El Comité Interaliado de ·la post-guerra, que funcionaba 

en Londres, propuso las siguientes categorías: 

a) Personas o poblaciones desplazadas, o sea todas aqu~ 
llas separadas de sus hogares y necesitades de auxilio. 

b) Expatriados. Personas o grupos que estaban fuera de 

su país al comenzar la guerra, pero que gozan todavía de la 

protección de algún Gobierno. 

e) Refugiados. Aquellas personas expatriadas por raza-
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nes políticas, que no tienen residencia fija ni derecho a -

la protección legal de su propio país. 

d) Fugitivos de Guerra. Aquellas personas que se vie 

ron obligadas a abandonar su país por razones de guerra. 

e) Deportados. Aquellos que han sido removidos de sus 

países por una orden de expatriación o deportación. 

f) Expulsados por la fuerza por una potencia ocupante. 

g) Evacuados. Aquellas personas que han sido ·traslada­

das de una región que ofrecía peligro de acuerdo con la po­

tencia defensora u ocupante. 

h) Trabajadores forzados del eje. Aquellas personas 

procedentes de territorios ocupados y puestos a trabajar 

con el concurso o no de los mismos trabajadores. (77). 

Esta clasificación, que acabamos de transcribir, prese~ 

t6 divergencias en cuanto a lo que debería considerarse a -

una persona "Refugiado". Los países del Este, consideraban 

como refugiados a aquellos a los que habían sido víctimas 

del régimen nazi o fascista. Todos los demás eran simples 

criminales de guerra que trataban de escapar del ca.stigo --

que los esperaba. (78). 

Posteriormente con los debates que sostuvieron acerca -

de este concepto de Refugiado, se le daría este concepto de 

la siguiente manera: 



- 94 -

a).- Todas aquellas personas que habían sido considera-· 

das corno refugiados antes de la guerra. 

b).- Todas aquellas personas que se encontraren fuera­

de su país de origen y que no desearan recibir protecci6n -

de sus gobiernos respectivos. 

e).- Las víctimas de los regímenes considerados corno t~ 

talitarios, hasta aquel momento (con excepci6n de la U.R.S. 

S •) • 

d).- Todas aquellas personas que hubieren tenido necesi 

dad de abandonar sus países por motivos raciales, religio-­

sos o políticos. 

e).- Todos los menores de diez y seis años que se en-­

cuentren en países extranjeros sin la compañía de sus padres 

(79). 

Todas estas personas, tenían derecho a solicitar ayuda 

de la O.I.R., a fin de que se les repatriara. 

La inminente extinci6n de la O.I.R., oblig6 a la O.N.U. 

a buscar --~lgún substituto que se encargara de estos traba-­

jos, y el 14 de Diciembre de 1950, la Asamblea General cre6 

el "Alto Comisionado para Refugiados en las Naciones Unidas". 

El 28 de Julio de 1951, se celebra en Ginegra Suiza, la 

"Convenci6n sobre el Estatuto re Refugiado", donde se le 

consideraría corno refugiado a quien corno consecuencia de 

los acontecimientos ocurridos antes del lo. de Enero de - -
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1951, y temiendo fundadamente ser perseguidos por motivos -

de raza religi6n, pertenencia a un cierto grupo social o 

por sus opiniones polfticas se encuentren fuera del país 

del que ostente su nacionalidad y que no quiera y no pueda_ 

por ese temor reclamar la protecci6n de ese país, o quien -

si no tiene nacionalidad y se encuentre fuera dapaís en el 

cual tenía su residencia habitual, a consecuencia de tales 

acontecimientos no pueda o no quiera por dicho temor regre­

sar a él. 

Posteriormente, viendo que la afluencia de personas que 

huían de su patría cada día aumentaba, y temiendo la posibi 

lidad de que los interesados algunos no quedaren comprendi­

dos en la Convenci6n sobre es Estatuto de Refugiados, en el 

año de 1959, se someti6 en la Asamblea General la aproba- -

ci6n del "Protocolo sobre el "Estatuto de Refugiado", donde 

aplica el término refugiado, omitiendo las palabras "como -

resultado de los acontecimientos ocurridos antes del lo. de 

Enero de 1951" y "a consecuencia de tales acontecimientos -

que figuran en el segundo pá:rrafo Apartado "A" del articulo 

lo". 

En virtud de la resoluci6n 2312 (XII) del 14 de Diciem­

bre de 1967, fué aprobada por la Asamblea General de las-­

Naciones Unidas la "Declaraci6n sobre Asilo Territorial", -

por el cual por un sentimiento humanitario y de solidaridad 

internacional fué creada en apoyo a los diversos instrumen­

tos jurídicos que a nivel internacional existen para la pr~ 

tecci6n de los refugiados. 

Entre los aspectos más importantes de esta decl~raci6n_ 

debemos mencionar: primero que el asilo concedido por un --



- 96 -

Estado en el ejercicio de su soberan~a, deber~ ser respeta­

do por todos los demás Estados. Segundo las personas en 

las que existan motivos fundados para considerar que han co 

metido un delito contra la paz, o contra la humanidad, no -

podrá invocar el derecho de buscar asilo o disfrutar de él. 

Tercero. No sera objeto ninguna persona a negar de la admi 

si6n en la frontera, o ser expulsado o devuelto a cualquier 

Estado donde pueda ser objeto de persecuci6n. Solo podrá -

exceptuar la admisi6n por razones de seguridad nacional o p~ 

ra salvaguardar a la poblaci6n en el caso de una afluencia_ 

en masa de personas. 

ASILADOS POLITICOS 

"Convenci6n de Caracas sobre Asilo Diplomático" 

El artículo lo. de esta Convenci6n, contiene una innova 

ci6n al otorgar el asilo a las personas perseguidas por mo­

tivos o delitos políticos. Ya vimos en el capítulo III de 

esta tésis lo que la doctrina considera a estos tipos de d~ 

iitos. Por haber divergencias de opini6n sobre este conceE 

to, se decidi6 incluir en este artfculo "Motivos Políticos". 

Las p·E¡!rsecuciones por motivos políticos son frecuentes 

Bastante gente ha vivido sus ultimas d!as de su vida en car 

celes e inclusive han sido asesinados por un artículo de -

oposición al régimen gobernante en turno basta recordar la 

rnüerte del periodista nicaraguense Pedro Joaquín Charnorro 

asesinado por la genocida "Guardia Nacional" de Nicaragua. 

El segundo párrafo de este articulo, establece "para -­

fines de esta convenci6n, legaci6n es toda sede de misión -
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diplomática ordinaria, la residencia de los jetes de misi6n 

y los locales habilitados por ellos para habitación de los..,.. 

asilados cuando el ndmero de ~stos exceda de la capacidad_ 

normal de los edificios". 

Por lo general las actividades que un ministro p~blico_ 

realiza, lo obliga a vivir en un inmueble completamente di­

ferente de la cancillería. En este caso, la residencia del 

embajador o del ministro, ya sea hotel, casa o departemento 

son lugares de asilo. 

Ahora bien, puede suscitarse el caso de que, por ausen­

cia del titular de la misi6n, se encuentra en ella un encar 

gado de negocios ad interim. E_sto no varia la concepci6n -

del sitio inviolable¡ todos los señalados anteriormente, -­

están exentos de jurisdicci6n del estado territorial y por_ 

consiguiente, son también lugares de asilo. 

En el derecho internacional, los C6nsules no tienen fa­

cultades para conceder asilo, sino que por el contrario, e~ 

tán obligados a entregar a simple requerimiento de las auto 

ridades locales, los acusados o condenados por delitos que 

se refugien en el consulado. Sin embargo, se hace dificil 

deslindar donde comienza ésta y donde ·termina. El caso se 

presenta en las secciones consulares de las embajadas. En 

algunos Estados, atienden los servicios consulares por me-­

dio de sus funcionarios diplomáticos un consejero o secret~ 

rio de embajada, y crean para tales servicios dentro d.el -­

local de la misi6n, un departamento especial. Cuando es·ta 

secci6n consular forma parte integrante materialmente- de la 

embajada, la inmunidad no puede ser parcelada. Por io tanto, 

el asilo puede ser per~mitido en ellas. 
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Por otro lado, si la rnisi6n consular, aunque tenga al 

frente de ella. a un funcionario diplomático, estuviera in~ 

talado separadamente en local aparte de la rnisi6n diplornát! 

ca, pierde su inviolabilidad y su privilegio para conceder 

asilo. Por lo tanto pensarnos que influye más el factor - -

real que el personal en la calificaci6n de los lugares en -

que pueda concederse el asilo diplomático. 

Ahora bien, hay otra situaci6n. Cuando se trata de la 

habitaci6n del embajador en un hotel. Dicho inmueble por -

si solo no es lugar de asilo, sino únicamente•el departame~ 

to ocupado por el jefe de misi6n. En este caso el factor -

personal es el que influye en la habitaci6n del lugar. 

Algunos de estos criterios anteriores han sido respald~ 

dos por pactos internacionales. El artículo 2o. del Trata­

do sobre Asilo y Refugio Político, establece: "Los Jefes de 

misi6n podrán también-recibir asilados en su residencia en 

el local de las embajadas o legaciones". Y el artículo lo. 

de la Convenci6n que se analiza incluye, entre los lugares 

dlll asilo, "la residencia de los jefes de rnisi6n". 

Siguiendo con los lugares de asilo, menciona también -­

a los navíos de guerra. Los proyectos de Convenciones torn~ 

ron en cuenta la existencia de un principio general que de­

termina la situaci6n jurídica de los navíos de guerra, que_ 

los hace ser.concebidos como una parte del territorio del­

Estado a que pertenecen, carácter que conservan aún en el 

caso de navegar en aguas territoriales extranjeras. 

Aunque esta postura ha sido combatida, se ha mantenido_ 

la excenci6n de los buques de guerra en la jurisdicci6n 
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del Estado donde se en.cuentra_n. 

Reputados Internacionalistas, han dejado claramente es= 

tablecido que los nav!os de guerra son lugares de refugio. 

En el Proyecto de Convención sobre Asilo Diplom~tico prese~ 

tado por el Comité Interamericano en Rio de Janeiro el 9 de 

Septiembre de 1952, se especifica que·es lfcito a los Esta-

dos, trat~ndose de delincuentes políticos, acordar asilo en 

los navíos de guerra. 

En el proyecto del Dr. Carlos Gigena, presentado a la -

Segunda Reunión del Con~ejo Interamericano de Jurisconsul-­

tos, se propone: "Los agentes diplomáticos y comandantes de 

navíos de guerra •••• en ningún caso est~n obligados a canee 

der asilo". {80). 

Finalmente el Derecho Internacional positivo ha acepta­

do y reglamentado este criterio tales como el artículo 17 -

del Tratado de Derecho Penal Internacional de 1889, artícu­

lo lo. de la Convención sobre Asilo de la Habana de 1928; -

artículo lo. de la Convención sobre Asilo Político de 1933; 

artículo 2o. del Tratado sobre Asilo y Refugio Político de_ 

1939; y, artículo I de la Convención de Caracas de 1954. 

Sobre el Asilo en campamentos militares, como norma ju­

rídica no es de aplicación frecuente, si bien se encuentra_ 

contenida en el proyecto de Convención sobre el Asilo de 

Río de Janeiro; en la Convención de la Habana de 1928 en su 

artículo lo.; y en la Convenci6n firmada en Montevideo en-

1933. Esta cl~usula legal es más teórica que práctica, so­

bre todo en tiempos pacíficos. 
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Este asilo se concede en un campamento militar instala-. 

do en territorio extranjero, el que puede presentarse para_ 

el caso, cuando un Estado amigo concede permiso a tropas -­

extranjera para ocupar un territorio. Estos permisos fue-­

ron frecuentes entre los aliados en la Segunda Guerra Mun-­

dial, los que generalmente tenían por objeto realizar oper~ 

cienes militares conjuntaso 

Para los efectos del asilo en la aeronaves militares es 

necesario saber a que jurisdicci6n se encuentra sometida. -

La nacionalidad juega en ella un papel decisivo, ya que las 

aeronaves estas asimiladas en varios aspectos legales, a -­

los subditos de un Estado. El vinculo jurídico con su Esta 

do es lo que hará ser considerada como nacional o extranje­

ra. 

En el Convenio de Par!s de 1919, la nacionalidad de una 

nave qued6 regida de la siguiente manera. (81). 

a).- La nacionalidad está determinada por la ma-

br!cula. 

b).- Un Estado no puede matricularla cuando no­

pertenezca enteramente a sus propios subditos. 

Cuando no existe discrepancia entre dos Estados sobre -

la legitimidad del asilo otorgado, el siguiente paso, para 

darlo por terminado es la entrega del respectivo salvocon-­

ducto. 

El salvoconducto, es el documento expedido por el Esta­

do territorial que garantiza la salida del asilado y pone -
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fin al asilo diplomático, Es el resulta_do de una garantía..,.. 

escrita solicitada por la misión diplomática para salvaguaE 

dar al perseguido al dejar el país,;_ En Am~rica Latina se 

ha incorporado en las Convenciones sobre la materia. 

En la Convención de Caracas de 1954, se hace referencia 

sobre el salvoconducto en los artículos 9, 12, 13 y 15, co~ 

siderándolo la forma legal·y regular para finalizar el asi­

lo. 

En el campo del Derecho Internacional, se ha estableci­

do que corresponde al Estado asilante la facultad de recla­

mar a las au·toridades locales el salvoconducto para que el_ 

asilado pueda dejar libremente el territorio. Corresponde_ 

también a aquellas la obligacióñ de concederlo una vez que_ 

hayan sido llenadas las formalidades legales. 

La entrega del salvoconducto, es un acto posterior a la 

calificación del delito, así como dnicamente los delincuen 

·tes polí-ticos pueden acogerse a los beneficios del asilo, -

por lo tanto solo éstos pueden dejar el Estado territorial 

provistos del documento antes mencionado. 

Por otro lado no cabría la obligación de conceder salv~ 

conducto a las personas no perseguidas por delito alguno, -

en cuyo caso las autoridades locales manifestaran al Estado 

asilante de que aquellas pueden permancer o salir libremen­

te del país. 

No basta que una persona se asile en una embajada para_ 

que se derive la obligación de entregar el salvoconducto, -

sin objeción ni análisis, esto e~ el gobierno asilante está 
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en el deber de examinar las diferentes situaciones y pedir_· 

dicho documento, solo cuando encuentre al perseguido dentro 

de alguna de las hip6tesis comprendidas en la Convenci6n -­

sobre la materia. Seria el caso por ejemplo que los deli-­

tos que se le imputan no fueran de naturaleza estrictamente 

común que en el propio país asilante son sancionados. 

Si la infracci6n cometida fuera de orden político, el -

jefe de la misi6n que ha concedido asilo, est~ obligado a -

comunicar el hecho al Ministerio de Relaciones Exteriores y 

tiene derecho de exigir garantías suficientes•para que el -

asilado libre la jurisdicci6n de las autoridades locales, -

respetandosele la inviolabilidad de su persona. Negar esta 

facultad es negar la esencia misma del asilo. (Art. 5 y 8 -

de la Convenci6n) . 

Se han presentado situaciones en el cual no se ha expe­

dido el salvoconducto,necesario por haber una supuesta irr~ 

gularidad del asilo concedido. Esto es algunas ocasiones -

interponen el odio personal de dirigentes del Gobierno te-­

rritorial hacia el asilado, el caso clásico el suscitado en 

la embajada mexicana en Buenos Aires, donde el ex-presiden­

te Héctor J. Campara permaneci6 asilado a lo largo de tres 

años. 

Considerarnos que dadas las características de las dicta 

duras militares golpistas, la instituci6n del asilo debe 

perfeccionarse y consolidarse, puesto que es una defensa 

efectiva contra este tipo de situaciones vergonzosas que 

desgraciadamente es una realidad. Para este fin creernos 

que una de las fallas que adolece la Convenci6n sobre asilo 
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diplomá·tico, es p;ecisamente el otorgamiento del pasaporte -

a la l,ibertad :naxnado sal'l"o-conducto c,tue lineas arrib.a esbo­

zamos gen~ricamente. 

La negativa del otorgamiento de este documento por par­

te de las autoridades territoriales, es precisamente el de~ 

acuerdo en la calificación del delito entre otras cuestio--

nes. Esto es, mientras el Estado asilante considera a su -

asilado un perseguido político, el Estado territorial lo -­
considera un delincuente del orden comdn. 

El Artículo 4o. de la Convención de 1954, menciona. 

"Corresponde al Estado asilante la calificaci6n de la 

naturaleza del delito o de los motivos de la persecusi6n", 

y la completa con el articulo 9o. que a la letra dice: -

"El funcionario asilante tomará ·en cuen·ta las informaciones 

que el Gobierno territorial le ofrezca para formar su crit~ 

rio respecto a la naturaleza del delito, o de los delitos -

comunes conexos; pero será respetada su determinaci6n de -­
continuar el asilo o exigir el salvoconducto para el perse­

guido". 

Brevemente expondremos las cuatro grandes tésis doctri 

nales acerca de la competencia sobre la calificaci6n del -

delito en el asilo diplomático. 

- ~'La calificaci6n es de la competencia exclusi­

va del Estado asilante". Seg11n esta t~sis, la calificaci6n 

sería siempre definitiva y no podrá dar lugar a protestas -

por parte del Estado territorial. Simplemente debe acep-­

tarla. 
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- "La calificaci6h es de la competencia exclusi·-· 

va del Estado territorial". Esta basada en la territorial! 

dad del derecho criminal; es defendida por los que no admi­

ten al asilo como instituci6n jur!díca internacional. 

- "La calificaci6n, es de la competencia de am-­

bos Estados". Se fundamenta en· la rivalidad de dos juris-­

dicciones. 

- "La calificaci6n, no es de la competencia de -

ninguno de los Estados, sino de otra entidad"~ (82). 

Esta t~sis, esta basada tomando en cuenta la funci6n 

internacional de asilo diplom~tico. 

La calificaci6n, tiene que obedecer a un criterio inteE 

nacional y no meramente interno. En consecuencia, no acep­

ta la calificaci6n unilateral y definitiva en el asilo di-­

plomático. 

El problema de ¿quien deb·e calificar el delito? , no es 

suficiente, es necesario determinar la entidad competente -

para realizar la calificaci6n del perseguido por motivos P2 
l!ticos y_ establecer la norma material, competente para ca­

lificar el acto imputado al asilado. Consideramos en prin­

cipio que la norma material debe ser del Estado territorial 

en base a la máxima "Nule pena sine lege", puesto que el-­

asilado se encontraba bajo el dominio de la legislaci6n pe­

nal local. 

Puede presentarse la situaci6n en que el delito imputa~ 

do al asilado sea considerado en la legislaqi6n local como 
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de orden coman, pero en otras legislaciones y los conceptos 

doctrinales sea delito político. En este caso como no se -

trata de un conflicto o competencia de jurisdicción. No se 

puede recurrir a la legislación del Estado asilante. 

Consideramos que tomando en cuenta la funci~n y el espf 

ritu del asilo, la solución que vemos más logica y coheren­

te para el problema planteado, es la de una regla supleto-­

ria que obedezca un criterio a nivel internacional con el -

fin de determinar el tipo de delincuencia coman o política 

y así justificar o no el asilo. 

"CONVENCION DE CARACAS SOBRE EL ASILO TERRITORIAL" 

En la Conferencia Interamericana de Caracas de 1954 en 

la que se aprob6 la Convención sobre asilo territorial la -

cual México no ha ratificado, no por estar en contra sino -

que se pensó que no era suficiente liberal, pues confor,me -

al Artículo 9o. de este acuerdo, se le restringía el libre 

tránsito al refugiado y nuestra Constitución Política, con­

templa lo contrario. 

Esta Conferencia recoge la fundamentación del refugio -

político en el ejercicio" de la soberanía del país asilante -

para admitir dentro del territorio a personas que juzgue 

conveniente y que no proceda a la extradición, cuando se 

trate de individuos que con arreglo a la calificación del -

Estado requerido, sean perseguidos por delitos políticos o 

comunes con fines políticos, ni cuando la extradici6n se so 

licita obedeciendo a m~viles predominantemente de este tipo 

(Artículo 4o.). 
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Cabe destacar que en es·t.a Convenci6n, incluye la prohi­

bici6n de extraditar a personas que hayan cometido delitos 

del orden común con fines o m6viles políticos pudiendo ase­

mejarse a actos terroristas. 

A este respecto, los Estados miembros del Consejo de --

Europa, organizaci6n que naci6 en Londres el 5 de Mayo de 

1949, se reunieron en Noviembre 10 de 1976, para adoptar 

una Convenci6n Europea para la supresi6n del terrorismo, 

cuyo objetivo es facilitar la extradici6n y persecuci6n de 

provocadores de actos terroristas aún cuando tales actos -­

puedan ser por motivos políticos. 

El contenía de la Convenci6n, enumera los delitos que -

no serán considerados como políticos o conexos, sin embar-­

go, estas categorías es tan sujetas a excEPci6n en los Conve­

nios de extradici6n existen·t.es. Estos delitos son: 

- Un delito contenido en el "Convenio para la re­

presi6n del apode~amiento ilfcito de aeronaves", 

firmado en la Haya el 16 de Diciembre de 1970. 

- Un delito contenido en el "Convenio para la re­

presi6n de actos ilfcitos contra la seguridad 

de la aviaci6n civil", firmado en Montreal el 

23 de Septiembre de 1971. 

Un delito que involucre un ataque en contra de 

la vida, integridad física o libertad de las -­

personas internacionalmente protegidas, inclu-­

yendo a los Agentes Diplomáticos. (S3) 
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Un delito que involucre secuestro, toma de reh~ 

nes o una detenci6n ilícita. 

- Un delito que involucre el uso de una bomba, -­

granada, cohete, arma de fuego automtit.ica o caE_ 

ta o paquete explosivo si su uso pone en peligm 

a las personas. 

- Un atentado para cometer cualquiera de los deli 

tos procedentes o participaci6n como c6mplices 

de una persona que comete o intente cometer ta­

les delitos. 

Francia, señal6 que ninguna de las disposiciones de la 

Convenci6n se interpretaría de ~enoscabar el Derecho de Asi 

lo. 
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CONCLUSIONES. 

Los Derechos Humanos, son un conjunto de prerrogativas -

imprescriptibles·e inalienables que permiten al individuo de 

sarrollar su personalidad. 

La Declaraci6n de los Derechos Humanos, aprobada por la 

AsamtilleaGeneral de la O.N.U., juridicamente se encuentra ap~ 

yada en los "principios gener9-les de derecho", esto es, ague 
Ao4r>:;;-Z!.:J~'""' · 

llos que pueden ser absorvidos por diversas legislaciones na 

cionales. 

¡C En la época prehispánica, aparece un derecho internacio­

nal primitivo y un antecedente de asilo que a diferencia del 

que conocemos actualmente, el primero era sancionado con pe­

na de muerte al asilante. 

En América, el asilo religioso cat6lico que introdujeron 

los españoles¡ es el antecedente directo del asilo diplomát! 

co. 

El delito político, aparece con el establecimiento de la 

primera autoridad sobre la tierra. 

Un movimiento político armado, constituye delitos si fr~ 

casa; si tiene éxito no solo desaparece la punibilidad de la 

acci6n sino que pierde el carácter de rebeli6n. Por lo tan­

to, en los delitos políticos, no se castiga al que depone un 

Gobierno sino al que es derrotado en su intento. 

La prisi6n deshonra al delincuente, en cambio no es más 

bien digno de orgullo para el "preso polí'cico", que no en 

raras ocasiones sale de ella con gloria, no como sujeto -



reeducado por el Estado, sino para asumir el poder. 

Son delitos políticos, aquellos en que el m6vil determi­

nante del hecho es político. La acci6n atenta contra la se­

guridad del Gobierno, del poder pdblico o de las personas -­

que de alguna manera representan a alguna organizaci6n polí­

tica. 

El Asilo Político, es una instit~ci6n en virtud del cual 

una persona escapa de la jurisdicci6n locai, por ser consid~ 

rada perseguida por motivos o delitos políticos . 

. 
El Asilo Político, es un derecho consagrado universalmeg 

te en el articulo 14 de la "Declaraci6n Universal de Dere- -

ches Humanos", aprobada en la O.N.U., en las Convenciones I_!! 

ternacionales que sobre la materia se han suscrito y en las 

diversas legislaciones del mundo. 

El otorgamiento del Asilo Diplomático, al igual que el -

naval, aéreo y militar, se fundamenta en el principio de in­

munidad de jurisdicci6n absoluta. 

La concesi6n del asilo, es un acto potestativo del Esta­

do asilante. 

El espíritu que encierra el asilo, es primordialmente el 

aseguramiento de la vida y la integridad de una persona que 

es considerada perseguida por motivos o delitos políticos. 

La inmunidad jurisdiccional de los agentes diplomáticos, 

jurídicamente radica en un principio general de derecho in-­

ternacional, codificado en la Convenci6n sobre Relaciones -­

Diplomáticas, suscrita en Viena en 1961, y en la jurisprude_!! 



cia de diversos Gobiernos en el sentido de respeto neces~_ 

rio de .independencia de los representantes de la adminis­

traci6n extranjera. 

El principio político del asilo, es fundamentalmente_ 

humanitario; sin embargo, la directriz política de cada -

país le dará el rasgo ideol6gico. 

y/ La evoluci6n presidencial en M~xico, por lo general -

ha presentado una política de respeto por el asilo polít! 

co. Sin embargo; consideramos que siendo este derecho un 

amparo eficáz contra las persecuciones políticas de Go- -

biernos extranjeros hacia sus nacionales, en la vida in-­

terna de nuestro país, deben desaparecer las diversas - -

"policías secretas", que no son mits que el prototipo de­

un aparato represor. 

Las declaraciones que un Jefe de Estado realice en el 

sentido de condemar la política interna represiva de un -

Gobierno extranjero, es violar el principio de "No Inter­

venci6n"; pero es más vergonzoso solaparlos. En este sen­

tido, es digno de cualquier Estado romper relaciones di-­

plomáticas con aquel país. 

Refugiado, es una acepci6n genérica, de la cual el -­

término asilado es parte; su característica es que en el 

asilo en sus diferentes categorías, actualmente se le 

otorga a personas perseguidas por motivos o delitos polí­

ticos; y en el refugio, la emigraci6n se caracteriza por_ 

situaciones en que violencia, el terror y el abuso de po­

der son principales causas de este éxodo, y no necesaria­

mente esta gente son protagonistas directas en el conflic 

to de su país. 

Es lugar de asilo el local de la misi6n consular siern 

pre y cuando se encuen·tre radicado dentro del inmueble .de la 



misi6n diplomática. 

El asilo, es un lugar de protecci6n no una prisi6n. En 

este sentido, consideramos que dado los casos que se han pr~ 

sentado en los cuales el argumento para negar el salvoconduc 

to es la improcedencia de la calificaci6n del delito, suger! 

mos en una futura Convención, se establezca un plazo definí~ 

tivo razonable para el otorgruüiento de este documento. Si -

adn del término señalado persistiera la controversia, deberá 

ser sometido a consideraci6n de la Corte Internacional de -­

Justicia. 
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